STS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 3) de 10 octubre 2006

Jurisdicción:Contencioso-Administrativa
Recurso contencioso-administrativo.
Ponente: Excmo. Sr. D. Eduardo Espín Templado
MUTUALIDADES: Mutualidades de previsión social: RD 1430/2002, de 27 diciembre: establecimiento de las bases sobre la materia de seguros privados: vulneración de la doctrina de que la fijación de las bases debe realizarse mediante ley formal: inexistencia; exigencia de una autorización válida en todo el espacio económico europeo como requisito previo a la obtención de la autorización administrativa que permita la ampliación de prestaciones: vulneración de la competencia exclusiva autonómica: inexistencia; establecimiento de un triple punto de conexión como criterio delimitador de competencias autonómicas respecto a la entidades de seguros: vulneración de los objetivos perseguidos por el derecho comunitario en cuanto a la autorización administrativa única: inexistencia; regulación detallada de cada uno de los artículos considerados básicos: vulneración de la competencia autonómica para desarrollar las bases dictadas por el Estado en materia de ordenación de seguros: inexistencia; régimen transitorio y plazo para trasvase del régimen de capitalización colectiva al de capitalización individual (disp. transit. 1ª): jerarquía normativa: vulneración de: inexistencia: impugnación improcedente.

El TS desestima el recurso contencioso-administrativo deducido por la Generalitat de Cataluña contra el Real Decreto 1430/2002, de 27 diciembre, por el que se aprueba el Reglamento de mutualidades de previsión social.
En la Villa de Madrid, a diez de octubre de dos mil seis.

VISTO por la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribual Supremo, constituída en su Sección Tercera por los Magistrados indicados al margen, el recurso Contencioso-Administrativo número 1/86/2003, interpuesto por la Generalitat de Catalunya, representada por el Sr. Letrado de su Servicio Jurídico, contra el Real Decreto 1430/2002, de 27 de diciembre (RCL 2003, 154), por el que se aprueba el Reglamento de mutualidades de previsión social.

Son partes demandadas la Administración General del Estado, representada por el Sr. Abogado del Estado, la Unión General de Trabajadores de España, representada por la Procuradora Dª Elisa Hurtado Pérez, y la Confederación Sindical de Comisiones Obreras, representada por la Procuradora Dª Isabel Cañedo Vega.

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO En fecha 13 de junio de 2003 la representación procesal de la demandante interpuso recurso Contencioso-Administrativo contra el Real Decreto 1430/2002, de 27 de diciembre (RCL 2003, 154), por el que se aprueba el Reglamento de mutualidades de previsión social, el cual había sido publicado en el Boletín Oficial del Estado de 17 de enero de 2003, admitido a trámite por providencia de fecha 16 de julio de 2003.

SEGUNDO Recibido el expediente administrativo, se entregó el mismo a la parte demandante para que formulara la correspondiente demanda, lo que verificó mediante escrito en el que, previa alegación de las argumentaciones que consideraba oportunas, suplicaba que se dicte sentencia por la que, con estimación del recuso, se anulen los artículos 10, 11.2, 18, 21, 25, 26, 27, 40, 42, 44 y 45.2, así como las Disposiciones adicional primera, finales primera y segunda, y transitorias primera, tercera y quinta del Real Decreto 1430/2002, de 27 de diciembre (RCL 2003, 154), por el que se aprueba el Reglamento de mutualidades de previsión social, con base a los motivos sobre los que ha fundamentado su demanda. Mediante otrosí manifestaba que consideraba la cuantía del recurso como indeterminada, y solicitaba que se acordara la realización del trámite de conclusiones.

TERCERO De dicha demanda se dio traslado a la Administración General del Estado, presentando el Sr. Abogado del Estado escrito contestándola, en el que suplicaba que se dicte sentencia desestimando la pretensión de la parte actora y resolviendo que los preceptos impugnados del Real Decreto 1430/2002, de 27 de diciembre (RCL 2003, 154), por el que se aprueba el Reglamento de mutualidades de previsión social, son plenamente ajustados a Derecho. Mediante otrosí solicitaba que se acordara el recibimiento a prueba del recurso, exponiendo los puntos de hecho sobre los que la misma debería versar, solicitando asimismo que se acordara el trámite de conclusiones.

Posteriormente se concedió plazo a los codemandados para contestar a la demanda, sin que las representaciones procesales de la Unión General de Trabajadores ni de la Confederación Sindical de Comisiones Obreras presentaran escrito evacuando dicho trámite, declarándose caducado el mismo por providencia de fecha 20 de febrero de 2004.

CUARTO En auto de 15 de marzo de 2004 se fijó la cuantía del recurso como indeterminada y se acordó el recibimiento a prueba del mismo, formándose con el escrito de proposición de prueba presentado por el Sr. Abogado del Estado el correspondiente ramo, procediéndose a la práctica de las admitidas.

QUINTO Finalizado el plazo probatorio, se concedió a las partes plazo por el orden establecido en la Ley jurisdiccional (RCL 1998, 1741) para formular conclusiones, que evacuaron con excepción de las codemandadas, respecto de las que se declaró caducado el trámite en providencia de 21 de septiembre de 2004, que también declaraba conclusas las actuaciones.

SEXTO Señalado para la deliberación y fallo del recurso el día 25 de enero de 2005, se dictó providencia de esa misma fecha acordando la suspensión del señalamiento hasta la resolución del recurso de inconstitucionalidad 453/1996, en relación con la Ley 30/1995, de 8 de noviembre (RCL 1995, 3046). Dictada en fecha 23 de junio de 2005 (RTC 2005, 173) Sentencia por el Tribunal Constitucional en el mencionado recurso de inconstitucionalidad, y previa audiencia de las partes sobre la misma, por providencia de fecha 31 de marzo de 2006 se ha señalado para la deliberación y fallo del presente recurso el día 26 de septiembre de 2006, en que han tenido lugar dichos actos.

Siendo Ponente el Excmo. Sr. D. Eduardo Espín Templado, Magistrado de la Sala

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO Objeto del recurso
La Generalidad de Cataluña impugna en este recurso determinados preceptos del Reglamento de mutualidades de previsión social, aprobado por el Real Decreto 1430/2002, de 27 de diciembre (RCL 2003, 154), en desarrollo de la Ley de Ordenación y Supervisión del Seguro Privado (Ley 30/1995, de 8 de noviembre [RCL 1995, 3046]). Entiende la parte actora que el Estado ha invadido las competencias de la Comunidad Autónoma, en concreto la competencia exclusiva sobre cooperativas, pósitos y mutualismo no integrado en el sistema de seguridad social (artículo 9.21 del Estatuto de Autonomía de Cataluña [RCL 1979, 3029] -EAC-) y la competencia de desarrollo legislativo y ejecución de las bases dictadas por el Estado en cuanto a la ordenación del crédito, banca y seguros (artículo 10.1.4 de la norma estatutaria).

Debe recordarse que este Reglamento que ahora se impugna complementa, en cuanto a las mutualidades de previsión social, el desarrollo reglamentario general de la Ley 30/1995, constituido por el Reglamento de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados, aprobado por el Real Decreto 2486/1998, de 20 de noviembre (RCL 1998, 2760).

SEGUNDO Planteamiento del recurso
Argumenta en primer lugar la Generalidad de Cataluña que el Estado no ha incorporado adecuadamente las exigencias del derecho comunitario en cuanto a la autorización administrativa única en materia de seguros (Directivas 92/96/CEE [LCEur 1992, 3741] y 92/49/CEE [LCEur 1992, 2682]), ya que tanto la Ley de Ordenación y Supervisión del Seguro Privado citada (en adelante LOSSP [RCL 1995, 3046]) como el Real Decreto impugnado establecen tres puntos de conexión distintos y cumulativos para determinar la competencia autonómica, de tal forma que basta que falle uno para que la competencia pase al Estado. Según la actora la referida exigencia comunitaria impedía que el Estado añadiese más puntos de conexión al del domicilio social, so pena de vulnerar los objetivos perseguidos por el derecho comunitario en cuanto a la autorización administrativa única.

En segundo lugar recuerda la Generalidad que, de acuerdo con la jurisprudencia constitucional, el que una decisión o regulación autonómica pueda ocasionar efectos fuera del territorio de la Comunidad Autónoma no puede alterar el sistema constitucional de competencias. Por ello, el sistema basado en la exigencia de un triple punto de conexión vulnera las competencias autonómicas puesto que basta que un seguro sea contratado fuera de Cataluña o que el interés del asegurado (excepto en los seguros de vida) esté fuera del territorio de Cataluña para que la competencia se traslade al Estado.

La institución recurrente agrupa sus alegaciones en cuatro apartados: a) artículos del Real Decreto que vulneran la doctrina de que las bases han de fijarse mediante Ley formal; b) preceptos impugnados por invadir la competencia exclusiva de la Generalidad para regular las mutualidades de previsión social; c) artículos que vulneran la competencia autonómica para desarrollar las bases en materia de ordenación de los seguros por su carácter excesivamente detallado; y d) otros preceptos impugnados.

Al objeto de examinar con más rigor y claridad las quejas expuestas, veremos en primer lugar los criterios a los que debe ajustarse nuestra decisión, para analizar a continuación los cuatro bloques de preceptos en que la actora ordena el recurso.

TERCERO Sobre la jurisprudencia constitucional recaída en la materia
La decisión que haya que tomar sobre el presente recurso debe partir necesariamente de la abundante jurisprudencia constitucional que existe sobre la materia del seguro privado y, más en concreto, sobre las propias mutualidades de previsión social. En primer lugar, hay que tener en cuenta lo decidido en la reciente Sentencia del Tribunal Constitucional 173/2005, de 23 de junio (RTC 2005, 173), dictada en el recurso de inconstitucionalidad interpuesto por la propia Generalidad de Cataluña contra la LOSSP, puesto que en dicho recurso se dirigen contra la Ley alegatos coincidentes con los que aquí se formulan contra el Real Decreto impugnado.

Y luego es preciso tener en consideración también anteriores Sentencias del Tribunal Constitucional en las que se fue elaborando una serie de criterios sobre la materia de directa aplicabilidad a este recurso: 86/1989, de 11 de mayo (RTC 1989, 86), 35/1992, de 23 de marzo (RTC 1992, 35), 220/1992, de 11 de diciembre (RTC 1992, 220) y 330/1994, de 15 de diciembre (RTC 1994, 330). Son de particular interés a los efectos de este recurso las Sentencias 35 y 220/1992, puesto que en ellas se examinan impugnaciones de reglamentos sobre seguro privado y sobre mutualidades en las que las cuestiones planteadas guardan una gran analogía con las que se formulan en el recurso que nos ocupa.

De todo ese corpus jurisprudencial y sin perjuicio de que nos detengamos más minuciosamente en sus pronunciamientos al resolver las concretas objeciones que la parte actora dirige al Reglamento impugnado, se deducen los siguientes criterios básicos:

-La constitucionalidad de la fijación de un triple punto de conexión (domicilio social, lugar en donde se realiza la operación y localización del riesgo) para determinar la competencia de las mutualidades de seguros, según se establece en la Sentencia del Tribunal Constitucional 173/2005 (RTC 2005, 173), lo que afecta directamente a parte de las alegaciones formuladas en el apartado b) de los cuatro en que hemos estructurado el recurso siguiendo el esquema de la propia parte demandante.

-El principio de que la competencia exclusiva en la materia de mutualidades de previsión social que ostenta la Generalidad de Cataluña en virtud de lo dispuesto en el artículo 9.21 de su Estatuto de Autonomía (RCL 1979, 3029) no obsta al ejercicio por parte del Estado de sus competencias en otras materias que pueden incidir en aquélla; así sucede con la competencia estatal para determinar las bases en materia de ordenación del crédito, banca y seguros (artículo 149.1.11 de la Constitución (RCL 1978, 2836)).

-De acuerdo con lo anterior, el Estado puede dictar bases para la ordenación del seguro privado que incidan en las mutualidades de previsión social, pero sólo en la medida en que estas entidades lleven a cabo una actividad aseguradora, y sin que el alcance de esas normas básicas pueda alcanzar al aspecto organizativo y estructural de las mismas y, en su caso, a otras funciones, que quedan dentro de las competencias exclusivas autonómicas en el caso de la Generalidad de Cataluña (STC 220/1992 [RTC 1992, 220], fundamento jurídico 3).

A todo lo anterior se suma, como es natural, la reiterada jurisprudencia constitucional, que es recogida también en las Sentencias antes mencionadas, sobre la naturaleza de lo básico, los instrumentos normativos en los que debe fijarse y el alcance con que debe hacerse. A ello haremos referencia también en la medida en que sea preciso para responder a las alegaciones formuladas por la parte actora.

CUARTO Sobre la doctrina constitucional en relación con la fijación de bases en materia de mutualidades de previsión social
Reiteradamente ha expuesto el Tribunal Constitucional su doctrina respecto al adecuado ejercicio por el Estado de su competencia para dictar bases. Y si bien es cierto que ha señalado que la forma que en principio corresponde es la Ley formal, también ha advertido de la posibilidad de que, dentro de ciertos límites, la fijación de bases pueda efectuarse mediante norma reglamentaria. Así, en relación precisamente con el Reglamento de Ordenación del Seguro Privado (Real Decreto 1348/1985, de 1 de agosto [RCL 1985, 1936, 2305]), dictado en desarrollo de la Ley 33/1984, de 2 de agosto (RCL 1984, 2013, 2532), de Ordenación del Seguro Privado, el Tribunal Constitucional señaló expresamente:

"3. Un bloque de impugnaciones que merece alguna consideración previa es el dirigido contra el amplio sector del Reglamento declarado básico. Estas impugnaciones se dirigen bien contra la propia calificación como básicos de determinados preceptos, bien contra el carácter excesivamente agotador y detallista de la regulación declarada básica.

La consideración como básica de parte de la regulación reglamentaria aquí controvertida no puede derivar sino de lo prevenido, directa o indirectamente, en la propia Ley 33/1984, pues es del todo claro que existiendo -como aquí existe- una Ley que ordena la materia, y que ha procedido ya a la definición de lo que en ella sea básico, no puede el Reglamento innovar tal calificación más allá de lo previsto en esa Ley previa. Ello no descarta, ciertamente, la posibilidad de que el Real Decreto 1.348/1985 contenga, a su vez, normas que merezcan ser calificadas de básicas, pues por tales habrá que tener no sólo, como es obvio, aquellas que en su texto se limitan a reproducir reglas legislativas de tal carácter (Disposición final primera, 1 y 2), sino también los preceptos reglamentarios que deban verse como ejecución o cumplimiento de una remisión hecha por la Ley 33/1984 para culminar o completar la regulación de la disciplina básica por ella misma definida. Cuestión distinta es si esto es lo que ocurre en todos y cada uno de los casos en que así se califica un precepto de este Real Decreto por su Disposición final primera, 3. Esto es, precisamente, lo que aquí se ha de ver y junto a ello, en fin, si el contenido de la ordenación básica introducida, en desarrollo de la Ley, por este Real Decreto resulta respetuoso con las competencias que corresponden a la Generalidad de Cataluña, pues la disciplina básica, según jurisprudencia constitucional constante, no puede alcanzar tal extensión que depare la abolición práctica de aquellas competencias. Si así no fuera, si el Real Decreto contrariase estos criterios en la ordenación de lo básico, es claro que tal vicio afectaría no a los preceptos materiales así calificados (que pasarían, en tal hipótesis, a ostentar la condición de derecho supletorio del autonómico), sino a las propias reglas sobre la aplicación territorial (a la Disposición final primera, 3, en este caso)". (fundamento jurídico 3 de la STC 35/1992, de 23 de marzo [RTC 1992, 35])

Por otra parte y como hemos señalado en el anterior fundamento de derecho, en una materia de competencia exclusiva de la Comunidad Autónoma recurrente, como lo es la referida a las mutualidades de previsión social, el Estado sólo puede incidir mediante la fijación de las bases de ordenación del seguro (artículo 149.1.11) -o, en su caso y más indirectamente, por medio de otras competencias como la legislación mercantil o las bases y la coordinación de de la planificación general de la actividad económica (artículo 149.1.6 y 13 de la Constitución [RCL 1978, 2836])- en la medida en que dichas entidades se dediquen a la actividad aseguradora. Ello excluye que pueda el Estado regular los aspectos organizativos y estructurales de las mismas o, en su caso, otras funciones distintas a la aseguradora. El Tribunal Constitucional se ha expresado al respecto en los siguientes términos:

"7. En cuanto a la extensión de las competencias de las Comunidades vasca y catalana sobre mutualidades no integradas en la Seguridad Social, cabe recordar que este Tribunal ya ha declarado que cuando una materia concreta no viene incluida en la enumeración del art. 149.1 C.E. de competencias reservadas al Estado y sí aparece expresada como competencia exclusiva de una Comunidad Autónoma según su Estatuto, se trata de una competencia efectivamente exclusiva stricto sensu, comprendiendo la potestad legislativa (STC 69/1982 [RTC 1982, 69], fundamento jurídico 1º) y abarcando toda la materia, no simplemente el desarrollo de las bases estatales. Ahora bien, también ha precisado el Tribunal que dicha competencia debe entenderse inserta dentro del marco constitucional, del que pueden derivarse limitaciones expresas o implícitas (íbidem). Por tanto, partiendo de la competencia legislativa exclusiva que recogen los Estatutos de Autonomía catalán (RCL 1979, 3029) y vasco [RCL 1979, 3028] sobre la materia, han de tenerse en cuenta los límites a esta competencia que resultan del marco constitucional.

Aparte la limitación que pueda derivar del ejercicio por el Estado de otros títulos competenciales, a los que ya se hizo referencia supra (legislación mercantil y bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica), es preciso examinar el límite, al que se refieren, por una parte, la exposición de motivos de la Ley impugnada, y, por otra, las alegaciones de las partes en el presente recurso, y que constituye uno de los temas litigiosos clave del mismo: Si la competencia estatal prevista en el art. 149.1.11 CE (RCL 1978, 2836) sobre "bases de la ordenación de crédito, banca y seguros" es de aplicación al campo del mutualismo de previsión social, no contemplado específicamente en el art. 149.1 CE, y, en virtud de lo dispuesto en el apartado 3 de dicho artículo, asumido como expresa competencia exclusiva, según se dijo, por los Estatutos de las Comunidades Autónomas recurrentes.

La respuesta ha de ser forzosamente positiva. Independientemente de las peculiaridades organizativas y funcionales de las mutualidades en cuestión, sometidas a la competencia exclusiva autonómica, en cuanto las mutualidades realicen o lleven a cabo actividades como la aseguradora, sobre las que el Estado dispone de competencia normativa básica, serán aplicables a esa actividad las bases de ordenación que el Estado haya establecido, dentro de los límites de su competencia. La reserva a la competencia estatal de las bases de la actividad aseguradora no establece exclusiones fundadas en peculiaridades propias de las entidades que las realicen, y es, pues, plenamente aplicable a estas entidades en el ejercicio de esa actividad.

Los recurrentes oponen una serie de argumentos a la competencia estatal para dictar bases sobre la actividad aseguradora de las mutualidades de previsión. Se deduce así que las mutualidades de previsión social poseen un carácter social y benéfico. Por ello, no excluye que su actividad sea de naturaleza aseguradora, aun cuando tales caracteres puedan requerir, respecto a esa actividad, determinadas especificidades en su regulación, como de hecho lo son las comprendidas en el capítulo cuarto de la Ley. Se aduce también que las previsiones de los arts. 9.21 EAC (RCL 1979, 3029) y 10.23 EAPV (RCL 1979, 3028) suponen la existencia de un título competencial especifico dentro de la actividad aseguradora en favor de las respectivas Comunidades Autónomas; pero debe indicarse que ello no impide que la competencia general de ordenación básica de esa actividad afecte a esas Comunidades, siempre que se respeten las peculiaridades de las entidades mencionadas, reservadas a la competencia autonómica. En conexión con esta argumentación, se mantiene también que, de admitirse tal competencia estatal básica, se vendría a hacer inútil la distinción entre los arts. 9 EAC y 10 EAPV, por un lado (que atribuyen competencias exclusivas a las respectivas Comunidades Autónomas), y 10 EAC y 11 EAPV, por otro (que atribuyen competencias de desarrollo y ejecución) Pero no es así en este supuesto, ya que, ciertamente, los primeros artículos mencionados implican, en todo caso, una superior atribución competencial. En efecto, las normas básicas de la actividad aseguradora aplicables habrán de respetar la peculiaridad del mutualismo de previsión social; y, además, tal normación básica no podrá afectar al régimen jurídico estructural y funcional de tales mutualidades, que queda (en virtud de la asunción de competencias exclusivas) dentro del ámbito competencial de las Comunidades Autónomas, como reconoce el Abogado del Estado.

En lo que respecta a las cooperativas de seguros, tan solo es preciso añadir que lo referente al régimen jurídico de cooperativas es, en virtud de los arts. 9.21 EAC y 10.23 EAPV, de exclusiva competencia de ambas Comunidades Autónomas recurrentes, por lo que la legislación autonómica tiene a ese respecto aplicación preferente, siendo la estatal tan sólo supletoria. En segundo lugar, que en lo que se refiere a la actividad aseguradora de dichas entidades, y por idénticas razones que las examinadas en relación con las mutualidades de previsión, las Comunidades Autónomas recurrentes disponen únicamente de competencias de desarrollo legislativo y ejecución [arts. 10.1.1 EAC y 11.2 a) EAPV]; competencia a la que se aplican las mismas limitaciones que acabamos de ver para las mutualidades de previsión social.

A la luz de todo lo anterior, y en el presente estadio previo de análisis de los recursos, procede ya rechazar la impugnación genérica que el Gobierno vasco efectúa del capítulo tercero, por contener disposiciones básicas respecto a mutuas y cooperativas de crédito, así como la impugnación in toto que se hace en ambos recursos del capítulo cuarto, así como de los artículos a que éste se remite en cuanto aplicables a las mutualidades de previsión social, por cuanto que tales previsiones tienen la consideración de bases de ordenación de la actividad aseguradora de las mutualidades y montepíos de previsión social. Ello, desde luego, independientemente del juicio de constitucionalidad que corresponda respecto de cada uno de los artículos de esos capítulos individualmente impugnados". (fundamento jurídico 7 de la STC 86/1989, de 11 de mayo [RTC 1989, 86])

Estos postulados han sido reiterados luego en los posteriores pronunciamientos sobre reglamentos en la materia (STC 35/1992 [RTC 1992, 35], fj.2; STC 220/1992 [RTC 1992, 220], F. 3). En particular y por resumir la doctrina previa, tiene interés la última de las citadas:

"3. Pues bien, este bloque de problemas encuentra respuesta en la doctrina jurisprudencial contenida en la mencionada STC 86/1989 (RTC 1989, 86) al elucidar las reglas de deslinde competencial con carácter general y, especialmente, al analizar desde la perspectiva competencial el art. 39.2 de la Ley 33/1984 (RCL 1984, 2013, 2532), artículo que afirma que en cuanto a los montepíos o mutualidades de previsión social no integrados en la Seguridad Social y respecto de las Comunidades Autónomas que hayan asumido en sus Estatutos competencia exclusiva, corresponderá a éstas "dictar normas para su regulación respetando las bases de ordenación de la actividad aseguradora, y ejercer las facultades administrativas correspondientes". El precepto fue considerado conforme a la Constitución (RCL 1978, 2836).

Se mantuvo entonces, sustancialmente, lo siguiente. La competencia exclusiva sobre mutualismo que recogen los Estatutos de Autonomía Vasco (RCL 1979, 3028) y Catalán (RCL 1979, 3028) no puede ser interpretado literalmente, por el contrario, ha de tenerse en cuenta los límites a la competencia que resultan del marco constitucional y, en concreto, la competencia estatal "ex" art. 149.1.11 de la Constitución para la ordenación de seguros, puesto que "en cuanto las mutualidades realicen o lleven a cabo actividades como la aseguradora..." serán aplicables a esa actividad las bases de ordenación que el Estado haya establecido dentro de los límites de su competencia (fundamento jurídico 7); sin perjuicio de que las normas básicas estatales sobre la actividad aseguradora hayan de respetar las peculiaridades del mutualismo de previsión social, y además, sin que puedan afectar "al régimen jurídico estructural y funcional de tales mutualidades que queda (en virtud de la asunción de competencia exclusiva) dentro del ámbito competencial de las Comunidades Autónomas" (Ibidem).

Esto sentado, la función de establecer normas básicas -se dijo en la citada STC 86/1989 (RTC 1989, 86)- corresponde a las Cortes Generales pero, en determinados supuestos, también a la potestad reglamentaria, dada la naturaleza de lo que es sin duda una operación técnicamente compleja, aunque lógicamente esa labor gubernamental sea revisable por este Tribunal en lo que atañe a su dimensión competencial (fundamento jurídico 2). Y en esta tarea de control puede ser empleado como criterio orientador la adecuación entre los objetivos básicos perseguidos y las normas efectivamente establecidas. En este sentido, la Exposición de Motivos de la Ley 33/1984 (RCL 1984, 2013, 2532), de Ordenación de los Seguros Privados, afirma que el fin de esta normativa está en garantizar la solvencia de las entidades aseguradoras y proteger los intereses de los asegurados y beneficiarios y, a la par, mantener las características más congruentes con la finalidad de instituciones cuales son las mutualidades (Ibidem). Es patente que definidos los objetivos básicos en la Ley, el Reglamento ahora discutido debe respetarlos. Y no sólo existe esa limitación, ya que, por otro lado, tal y como se dijo en la STC 35/1992 (RTC 1992, 35) (fundamento jurídico 3), existiendo una Ley que ordena la materia y que ha definido ya qué debe entenderse como básico, "no puede el Reglamento invocar tal calificación más allá de lo previsto en esa Ley previa".

Además, como también se dijo en la STC 35/1992, el título estatal para la ordenación de los seguros concurre con otros títulos competenciales que igualmente limitan la competencia autonómica (fundamento jurídico 3); así la legislación mercantil (art. 149.1.6 de la Constitución [RCL 1978, 2836]) en la medida "en que sea aplicable al mutualismo de previsión social"; y la competencia estatal para dictar bases y coordinar la planificación general de la actividad económica (art. 149.1.13 de la Constitución).

A modo de conclusión, de la reseñada STC 86/1989 (RTC 1989, 86) se desprenden los siguientes criterios de deslinde con relevancia para la solución de esta controversia: el Estado puede emanar bases para la ordenación de los seguros privados que incidan en las mutualidades de previsión social, pese a la persistencia de los principios propios de esas entidades (muy especialmente el principio de solidaridad y la ausencia de ánimo de lucro), pero ello es así en la medida en que estas entidades lleven a cabo una actividad aseguradora, y sin que el alcance de esas normas básicas llegue al aspecto organizativo o estructural de las mismas y, en su caso, a otras funciones, aspectos que caen dentro de la órbita de las competencias exclusivas autonómicas. En esta labor delimitadora de las bases de la actividad aseguradora, el Reglamento estatal puede completar a la Ley e imponerse como límite a la intervención normativa de las Comunidades con competencias, siempre y cuando no vaya más allá de lo previsto en la Ley previa". (fundamento jurídico 3)

QUINTO Sobre el primer bloque de artículos impugnados, por vulnerar la doctrina de que la fijación de bases debe realizarse mediante Ley formal
1. Planteamiento.

Sobre la base de los citados principios debemos examinar los preceptos del Reglamento que, en concreto, son impugnados por la Generalidad de Cataluña por haber sido declarados básicos por el propio Reglamento "sin que concurran los requisitos que, de forma excepcional, justificarían que, por vía reglamentaria, se establecieran las bases sobre la materia de los seguros privados". Debemos comprobar, por tanto, que los citados preceptos versan sobre la actividad aseguradora de las mutualidades de previsión social -o, en su caso, que se apoyen en otra competencia estatal exclusiva o para dictar bases-, sin que se alcance al aspecto organizativo y estructural de las mismas, y siempre que se trate de un complemento necesario para la consecución de los objetivos básicos de la Ley, sin ir más alla de lo previsto en la misma.

La Generalidad de Cataluña impugna por este motivo, en concreto, los artículos 10, 32, 40 y 42, así como las disposiciones transitorias tercera y quinta del Reglamento (no del Real Decreto, como se dice erróneamente). La parte actora entremezcla dos razones en su argumentación. Por un lado, interpreta que dichos preceptos desarrollan el artículo 9.3 de la Ley 30/1995 (RCL 1995, 3046), el cual ha sido impugnado mediante un recurso de inconstitucionalidad -junto con el artículo 10.2 de la Ley, por su remisión al anterior- por ser contrarios al orden constitucional de competencias, precisamente por habilitar al poder reglamentario a desarrollarlos, asimismo con carácter básico. Por otra parte y ya argumentando de forma específica sobre los preceptos impugnados, afirma que los mismos versan sobre cuestiones propias de la organización y funcionamiento de las mutualidades de previsión social, y que no guardan ninguna relación con la actividad aseguradora de dichas entidades hacia el exterior.

En cuanto a la primera parte de su argumentación, es preciso señalar que la Sentencia 173/2005, de 23 de junio (RTC 2005, 173), ha desestimado la impugnación de los artículos 9.3 y 10.2 de la Ley 30/1995 (RCL 1995, 3046) en razón de la citada remisión al reglamento en los siguientes términos:

"3. En el escrito del recurso, el Abogado de la Generalidad de Cataluña argumenta que la habilitación al poder reglamentario, recogida en el art. 9.3 y a la que se remite el art. 10.2, para que desarrolle y complete, con carácter básico, las normas que ya figuran con idéntico alcance en la Ley, representa una clara extralimitación competencial, puesto que opera en detrimento de la competencia autonómica de desarrollo de la regulación estatal básica sobre las mutuas de seguros (art. 10.1.4 del Estatuto de Autonomía de Cataluña [RCL 1979, 3029]: EAC), hasta el extremo de vaciarla casi totalmente de contenido, en los términos que han quedado expuestos en los antecedentes de esta Sentencia.

El Abogado del Estado, por su parte, discrepa de dicha argumentación, afirmando que el antecedente inmediato del art. 9.3 de la Ley de ordenación y supervisión de los seguros (RCL 1995, 3046) privados es el art. 13.5 de la Ley 33/1984, de 2 de agosto (RCL 1984, 2013, 2532), de ordenación del seguro privado, al que se remitía su art. 14.2, en lo referente a sus criterios materiales, cuyo carácter básico fue confirmado por nuestra STC 86/1989, de 11 de mayo (RTC 1989, 86).

Una adecuada exposición de las razones por las que debemos rechazar la impugnación del art. 9.3, así como de la remisión que al mismo se efectúa en el art. 10.2, ambos de la Ley de ordenación y supervisión de los seguros privados (RCL 1995, 3046), debe partir de la constatación del dato apuntado por el Abogado del Estado en su escrito de alegaciones. A saber, que dichos preceptos vienen a reproducir el contenido de los arts. 13.5 y 14.2 de la Ley 33/1984, de 2 de agosto, de ordenación de los seguros privados. Esta reproducción ofrece únicamente dos novedades: de una parte, a diferencia de lo que sucedía en los preceptos correspondientes de la Ley 33/1984, la remisión al reglamento tiene como único objeto el complemento del régimen jurídico de las sociedades mutuas, sin comprender el correspondiente a las cooperativas; de otra, se añade entre los contenidos remitidos el relativo al "tiempo anterior de pertenencia a la entidad para tener derecho a la participación en la distribución del patrimonio, en caso de disolución", que no figuraba en el art. 13.5 de la mencionada Ley 33/1984. Cabe añadir que la atribución de carácter básico al art. 13.5 de la Ley 33/1984 y a la correlativa remisión que al mismo se efectuaba en el art. 14.2 de dicha Ley fue considerada conforme al sistema constitucional y estatutario de distribución de competencias en la STC 86/1989, de 11 de mayo (RTC 1989, 86), FF. 15 c) y 16, respectivamente. Dijimos allí que el art. 13.5 se refería a "características estructurales relevantes y definitorias del régimen de las sociedades mutuas y cooperativas a prima fija", siendo preciso reconocer asimismo el carácter básico del apartado 2 del art. 14 "en la medida en que lo sean los epígrafes del art. 13 a los que se remite".

Partiendo de estas premisas, procedemos seguidamente a dar respuesta a la queja que en este proceso constitucional formula la Generalidad de Cataluña.

Al respecto, interesa recordar que, según ha tenido ocasión de afirmar reiteradamente este Tribunal, la efectividad de la vertiente formal de lo básico "se traduce en una preferencia por la Ley como el instrumento normativo idóneo para su establecimiento pues sólo a su través se alcanzará, con las garantías inherentes al procedimiento legislativo, una determinación cierta y estable de los ámbitos respectivos de ordenación de las materias en las que concurran y se articulen las competencias básicas estatales y las autonómicas de desarrollo legislativo [SSTC 213/1994, de 14 de julio (RTC 1994, 213), F. 10; 197/1996, de 28 de noviembre (RTC 1996, 197), F. 5 b); 118/1998 (RTC 1998, 118), F. 16, y 242/1999 (RTC 1999, 242), F. 8]" (STC 24/2002, de 31 de enero [RTC 2002, 24], F. 6). Consecuentemente con esta preferencia o principio de Ley formal, el establecimiento de lo básico mediante normas reglamentarias sólo será admisible cuando éstas resulten "complemento necesario para garantizar la consecución de la finalidad objetiva a que responde la competencia estatal sobre las bases" (por todas, STC 194/2004, de 10 de noviembre [RTC 2004, 194], F. 7).

Por otra parte, hemos aceptado que sea el propio legislador quien remita al ejercicio de la potestad reglamentaria el complemento de lo básico, puesto que esa mera remisión en abstracto a las normas reglamentarias para regular materias básicas no tiene por qué suponer necesariamente que esas normas vulnerarían las competencias asumidas por las Comunidades Autónomas, ni puede, por lo que hemos dicho, reputarse sin más inconstitucional (STC 77/1985, de 27 de junio [RTC 1985, 77], F. 16; en similares términos, STC 220/1992, de 11 de diciembre [RTC 1992, 220], F. 4). En todo caso, esta posibilidad encuentra un límite infranqueable en la predeterminación legal del alcance de lo básico, puesto que "lo que no es admisible constitucionalmente es que la norma pretendidamente básica -con independencia ahora del rango normativo que tenga- no concrete lo básico, sino por remisión a una posterior labor deductiva a desarrollar sobre la propia disposición o sobre cualesquiera otras, ya que con ello se crea un ámbito de inseguridad y confusión radicalmente incompatible con el sistema de distribución de competencias constitucionalmente establecido" (SSTC 182/1988, de 13 de octubre [RTC 1988, 182], F. 5, y 203/1993, de 17 de junio [RTC 1993, 203], F. 4). En esta ocasión, el art. 9.3 de la Ley impugnada satisface el requisito de plasmar esa primera delimitación del eventual contenido básico de la normativa reglamentaria". (fundamento jurídico 3)

De acuerdo con lo anterior, la objeción global al carácter básico de los preceptos impugnados del Reglamento por derivar de una habilitación contraria al orden competencial ha de ser rechazada. Queda por ver, entonces, si el concreto contenido de los artículos referidos excede al ámbito posible de lo básico en relación con las mutualidades de previsión social por no referirse a la actividad aseguradora e incidir en los aspectos de organización y funcionamiento de dichas entidades.

Antes de pormenorizar este análisis, resulta pertinente traer a colación dos criterios de interés hermenéutico para el mismo. Por un lado, que en las Sentencias 35 (RTC 1992, 35) y 220/1992 (RTC 1992, 220) del Tribunal Constitucional ya citadas se hace un examen semejante de numerosos preceptos de reglamentos en la materia, que ofrecen numerosos ejemplos y criterios para deslindar los supuestos en los que queda afectada la actividad aseguradora y aquellos en que no es así. Por otro lado que, como ya se indicó, se aprobó con anterioridad el Reglamento de desarrollo general de la Ley, denominado Reglamento de Ordenación y Supervisión del Seguro Privado (aprobado por el Real Decreto 2486/1998, de 20 de noviembre [RTC 1998, 2760]), que regula cuestiones análogas en relación con las demás entidades aseguradoras y que puede servir asimismo de criterio orientador respecto al carácter básico o no de determinados preceptos.

También resulta pertinente recordar la ordenación normativa en materia de mutualidades de previsión social establecida en el artículo 68 de la LOSSP (RCL 1995, 3046). Este precepto dice lo siguiente:

"Artículo 68. Normas aplicables.

1. Las mutualidades de previsión social cuyo ámbito sea el delimitado en el párrafo inicial del artículo 69.2 de esta Ley y respecto de las que las Comunidades Autónomas hayan asumido en sus Estatutos de Autonomía competencia exclusiva se regirán, en lo concerniente a su actividad aseguradora, por las disposiciones a que se refiere el número 2 subsiguiente que tengan la consideración de bases de la ordenación de los seguros con arreglo a la disposición final primera de la presente Ley y por las normas dictadas por dichas Comunidades Autónomas en desarrollo de dichas bases.

2. Las mutualidades de previsión social cuya competencia de ordenación y supervisión corresponde al Estado con arreglo a lo dispuesto en el artículo 69 se regirán por lo dispuesto en el presente capítulo y por las restantes disposiciones de esta Ley, en lo que no se opongan al mismo, así como por sus normas reglamentarias de desarrollo".

Así pues, de la interpretación de ambos apartados resulta que, en el caso de las Comunidades Autónomas con competencias exclusivas en la materia, el Estado sólo puede dictar normas básicas en cuanto a la actividad aseguradora y que dicha normativa básica se integra por los preceptos de la LOSP aplicables a las mutualidades de previsión social que tengan tal naturaleza básica y por sus normas reglamentarias de desarrollo. Traduciendo dicha remisión a las concretas disposiciones a las que se refiere, serían: a) el capítulo VII del Título II de la LOSP -artículos 64 a 69- que es íntegramente básico excepto el 64.3.j); b) en cuanto no se opongan al citado capítulo, los preceptos del resto de la Ley que sean aplicables a las mutualidades de previsión social y que tengan carácter básico de acuerdo con la disposición final primera de la LOSP; y c) las normas reglamentarias dictadas en desarrollo de los mencionados preceptos de la LOSP, en tanto tengan carácter básico.

2. Examen de los preceptos impugnados.

-artículo 10 y disposición transitoria 5ª. Ambos preceptos dicen lo siguiente:

"Artículo 10. Estatutos.

1. Los estatutos de las mutualidades de previsión social, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley, deberán contener, en todo caso, los siguientes extremos:

a) La denominación y domicilio social de la entidad, ajustados a lo dispuesto en el artículo 7.5 de la Ley y en los artículos 3 y 5 de este Reglamento.

b) El sometimiento de la entidad a la normativa específica sobre ordenación y supervisión de los seguros privados y disposiciones complementarias.

c) El objeto social de la entidad, con mención expresa de las operaciones de seguro que vaya a cubrir y, en su caso, de las prestaciones sociales y del resto de actividades permitidas por la legislación vigente. En caso de que la entidad haya obtenido autorización de ampliación de prestaciones, se indicará el ramo o ramos en los que haya obtenido la referida autorización.

d) Ámbito territorial en el que desarrollará su actividad.

e) Requisitos objetivos que deberán reunir los mutualistas para su admisión.

f) Derechos y obligaciones de los mutualistas.

g) Indicación de los socios protectores y obligaciones que asuman en relación con la mutualidad.

h) Fecha de inicio de operaciones.

i) Normas para la constitución del fondo mutual, reintegro de las aportaciones de los mutualistas y devengo de intereses por éstas.

j) Régimen de responsabilidad de los mutualistas por las deudas sociales, con el límite establecido por el artículo 64.3.d) de la Ley.

k) Consecuencias de la falta de pago de las derramas pasivas y aportaciones obligatorias.

l) Regulación de los órganos sociales.

m) Forma en que los mutualistas pueden examinar los documentos a que se refiere el artículo 32.5 del presente Reglamento.

n) Normas que deberán aplicarse para el cálculo y distribución de las derramas.

ñ) Normas de liquidación de cada ejercicio social.

o) En su caso, el sometimiento de los mutualistas, en cuanto tales y no como tomadores o asegurados, a la jurisdicción de los tribunales del domicilio social de la entidad.

p) La compensación económica que, en su caso, podrán percibir los mutualistas por participar en la incorporación de nuevos socios y en la gestión de las cuotas.

q) Indicación, en su caso, de la posibilidad de acordar la exigencia de derramas pasivas o la reducción de prestaciones.

2. Para las mutualidades a prima variable, además de lo establecido en el apartado anterior, los estatutos deberán regular la cuota de entrada y el fondo de maniobra.

3. En ningún caso, el régimen jurídico específico de cada una de las coberturas que otorgue la mutualidad se incorporará a los estatutos sociales. Podrá articularse, a elección de la mutualidad, en un reglamento de prestaciones o mediante la emisión de pólizas de seguro o combinando ambos sistemas".

"Disposición transitoria quinta. Estatutos sociales.

Las mutualidades de previsión social dispondrán de un plazo máximo de un año, desde la entrada en vigor de esta norma, para adaptar sus estatutos sociales a lo dispuesto en el presente Reglamento".

En relación con el artículo 10 hemos de tener en cuenta lo que fue resuelto por el Tribunal Constitucional en su Sentencia 35/1992 (RTC 1992, 35), en la que tuvo que pronunciarse sobre un artículo de análogo contenido del Reglamento de Ordenación del Seguro Privado (Real Decreto 1348/1985 [RCL 1985, 1936, 2305]), dictado en desarrollo de la anterior Ley de Ordenación del Seguro Privado (Ley 33/1984, de 2 de agosto [RCL 1984, 2013, 2532]). En efecto, el artículo 47.2 de dicho Reglamento establecía:

"2. En todo caso y sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 26 y 39, deberán figurar en los Estatutos, como mínimo, los siguientes extremos:

a) Denominación de la Sociedad, ajustada a lo dispuesto en el artículo 19 de este Reglamento.

b) La sumisión de la Sociedad a la Ley sobre Ordenación del Seguro Privado (RCL 1995, 3046), al presente Reglamento y disposiciones complementarias.

c) Objeto de la Sociedad y ámbito territorial de actuación.

d) Fecha de comienzo de las operaciones y, en su caso, de duración de la Sociedad.

e) Domicilio social, con referencia expresa de población, calle y número.

f) Competencias de la Junta general y del Consejo de Administración complementarias de lo previsto en este Reglamento y normas a las que dichos Órganos deberán sujetarse en el cumplimiento de sus mandatos.

g) Normas para la provisión de vacantes en el Consejo de Administración de la Sociedad.

h) Normas sobre causas y procedimiento de exclusión de los socios.

i) Normas complementarias de lo dispuesto en la Ley y en el presente Reglamento sobre disolución, liquidación de la Entidad y reparto del patrimonio.

j) Cualesquiera otros pactos lícitos que se considere conveniente establecer".

Pues bien, sobre este precepto dijo el Tribunal Constitucional:

"El artículo 47 del Reglamento de los Estatutos de las Entidades aseguradoras, es declarado básico por la Disposición final primera, 3, y se impugna dicha cualidad respecto al apartado 2, que enuncia el contenido mínimo de tales Estatutos. Sin embargo, el artículo 23.1 de la Ley, precepto que ostenta el carácter de básico, establece que los Estuatutos de dichas Entidades se ajustarán a lo establecido en la propia Ley, en sus disposiciones complementarias y en la legislación que les sea aplicable con carácter subsidiario. Dicha remisión efectuada por el legislador a la legislación complementaria es suficiente para entender que la calificación como básico del artículo 47 del Reglamento está amparada por el legislador como complemento necesario de la normativa legal básica. Ha de rechazarse por ello la impugnación de la Generalidad". (fundamento jurídico 6 de la STC 35/1992, de 23 de marzo [RTC 1992, 35])

En el supuesto actual nos encontramos con un precepto de contenido idéntico que se dicta con una habilitación legal semejante. En efecto, en correlación con el artículo 23.1 de la Ley 33/1984 (RCL 1984, 2013, 2532), de Ordenación del Seguro Privado, el 24.1 de la LOSSP (RCL 1995, 3046), de naturaleza básica, establece que "los estatutos de las entidades aseguradoras se ajustarán a lo dispuesto en esta Ley y sus disposiciones complementarias de desarrollo y, subsidiariamente, a la legislación que les sea aplicable según su naturaleza. [...]". Por consiguiente y en aplicación de la doctrina sentada por el Tribunal Constitucional, dicha remisión efectuada por un precepto legal básico es bastante para justificar el carácter básico del precepto reglamentario impugnado, que establece el contenido mínimo de los estatutos de las mutualidades de previsión social.

Por otra parte ha de tenerse también en consideración que el artículo 9.3 de la LOSSP, que resultaría aplicable a las mutualidades de previsión social en la medida en que no contradice las disposiciones legales específicas para ellas (artículos 64 a 68) -según dispone el artículo 68.2 -, estipula que:

"Artículo 9. Mutuas y cooperativas a prima fija.

[...]

3. En el Reglamento de desarrollo de la presente Ley se regularán los derechos y obligaciones de los mutualistas, sin que puedan establecerse privilegios en favor de persona alguna; el tiempo anterior de pertenencia a la entidad para tener derecho a la participación en la distribución del patrimonio en caso de disolución; los órganos de gobierno, que deberán tener funcionamiento, gestión y control democráticos; el contenido mínimo de los estatutos sociales; y los restantes extremos relativos al régimen jurídico de estas entidades.

[...]"

En consecuencia, el precepto impugnado cuenta también con esta habilitación específica para determinar el contenido mínimo de los estatutos. Y debe recordarse que el mentado artículo 9.3 de la LOSSP fue impugnado igualmente por la actora mediante el correspondiente recurso de inconstitucionalidad, impugnación que fue rechazada en la STC 173/2005, de 23 de junio (RTC 2005, 173), en los siguientes términos:

"3. En el escrito del recurso, el Abogado de la Generalidad de Cataluña argumenta que la habilitación al poder reglamentario, recogida en el art. 9.3 y a la que se remite el art. 10.2, para que desarrolle y complete, con carácter básico, las normas que ya figuran con idéntico alcance en la Ley, representa una clara extralimitación competencial, puesto que opera en detrimento de la competencia autonómica de desarrollo de la regulación estatal básica sobre las mutuas de seguros (art. 10.1.4 del Estatuto de Autonomía de Cataluña [RCL 1979, 3029]: EAC), hasta el extremo de vaciarla casi totalmente de contenido, en los términos que han quedado expuestos en los antecedentes de esta Sentencia.

El Abogado del Estado, por su parte, discrepa de dicha argumentación, afirmando que el antecedente inmediato del art. 9.3 de la Ley de ordenación y supervisión de los seguros privados (RCL 1995, 3046) es el art. 13.5 de la Ley 33/1984, de 2 de agosto (RCL 1984, 2013, 2532), de ordenación del seguro privado, al que se remitía su art. 14.2, en lo referente a sus criterios materiales, cuyo carácter básico fue confirmado por nuestra STC 86/1989, de 11 de mayo (RTC 1989, 86).

Una adecuada exposición de las razones por las que debemos rechazar la impugnación del art. 9.3, así como de la remisión que al mismo se efectúa en el art. 10.2, ambos de la Ley de ordenación y supervisión de los seguros privados, debe partir de la constatación del dato apuntado por el Abogado del Estado en su escrito de alegaciones. A saber, que dichos preceptos vienen a reproducir el contenido de los arts. 13.5 y 14.2 de la Ley 33/1984, de 2 de agosto, de ordenación de los seguros privados. Esta reproducción ofrece únicamente dos novedades: de una parte, a diferencia de lo que sucedía en los preceptos correspondientes de la Ley 33/1984, la remisión al reglamento tiene como único objeto el complemento del régimen jurídico de las sociedades mutuas, sin comprender el correspondiente a las cooperativas; de otra, se añade entre los contenidos remitidos el relativo al "tiempo anterior de pertenencia a la entidad para tener derecho a la participación en la distribución del patrimonio, en caso de disolución", que no figuraba en el art. 13.5 de la mencionada Ley 33/1984. Cabe añadir que la atribución de carácter básico al art. 13.5 de la Ley 33/1984 y a la correlativa remisión que al mismo se efectuaba en el art. 14.2 de dicha Ley fue considerada conforme al sistema constitucional y estatutario de distribución de competencias en la STC 86/1989, de 11 de mayo, FF. 15 c) y 16, respectivamente. Dijimos allí que el art. 13.5 se refería a "características estructurales relevantes y definitorias del régimen de las sociedades mutuas y cooperativas a prima fija", siendo preciso reconocer asimismo el carácter básico del apartado 2 del art. 14 "en la medida en que lo sean los epígrafes del art. 13 a los que se remite".

Partiendo de estas premisas, procedemos seguidamente a dar respuesta a la queja que en este proceso constitucional formula la Generalidad de Cataluña.

Al respecto, interesa recordar que, según ha tenido ocasión de afirmar reiteradamente este Tribunal, la efectividad de la vertiente formal de lo básico "se traduce en una preferencia por la Ley como el instrumento normativo idóneo para su establecimiento pues sólo a su través se alcanzará, con las garantías inherentes al procedimiento legislativo, una determinación cierta y estable de los ámbitos respectivos de ordenación de las materias en las que concurran y se articulen las competencias básicas estatales y las autonómicas de desarrollo legislativo [SSTC 213/1994, de 14 de julio (RTC 1994, 213), F. 10; 197/1996, de 28 de noviembre (RTC 1996, 197), F. 5 b); 118/1998, F. 16, y 242/1999 (RTC 1999, 242), F. 8]" (STC 24/2002, de 31 de enero [RTC 2002, 24], F. 6). Consecuentemente con esta preferencia o principio de Ley formal, el establecimiento de lo básico mediante normas reglamentarias sólo será admisible cuando éstas resulten "complemento necesario para garantizar la consecución de la finalidad objetiva a que responde la competencia estatal sobre las bases" (por todas, STC 194/2004, de 10 de noviembre [RTC 2004, 194], F. 7).

Por otra parte, hemos aceptado que sea el propio legislador quien remita al ejercicio de la potestad reglamentaria el complemento de lo básico, puesto que esa mera remisión en abstracto a las normas reglamentarias para regular materias básicas no tiene por qué suponer necesariamente que esas normas vulnerarían las competencias asumidas por las Comunidades Autónomas, ni puede, por lo que hemos dicho, reputarse sin más inconstitucional (STC 77/1985, de 27 de junio [RTC 1985, 77], F. 16; en similares términos, STC 220/1992, de 11 de diciembre [RTC 1992, 220], F. 4). En todo caso, esta posibilidad encuentra un límite infranqueable en la predeterminación legal del alcance de lo básico, puesto que "lo que no es admisible constitucionalmente es que la norma pretendidamente básica -con independencia ahora del rango normativo que tenga- no concrete lo básico, sino por remisión a una posterior labor deductiva a desarrollar sobre la propia disposición o sobre cualesquiera otras, ya que con ello se crea un ámbito de inseguridad y confusión radicalmente incompatible con el sistema de distribución de competencias constitucionalmente establecido" (SSTC 182/1988, de 13 de octubre [RTC 1988, 182], F. 5, y 203/1993, de 17 de junio [RTC 1993, 203], F. 4). En esta ocasión, el art. 9.3 de la Ley impugnada satisface el requisito de plasmar esa primera delimitación del eventual contenido básico de la normativa reglamentaria.

A lo expuesto debemos añadir que esta remisión al reglamento no conlleva de suyo la atribución de carácter básico a los preceptos reglamentarios dictados en desarrollo de las previsiones del art. 9.3 de la Ley de ordenación de los seguros privados (RCL 1995, 3046). Como hemos indicado en diversas ocasiones, "cuando la Ley estatal posconstitucional ha regulado una materia sobre la que compete al Estado establecer las bases, no puede entenderse como regla general que las disposiciones reglamentarias que el Gobierno apruebe en desarrollo o para la ejecución de la Ley tengan también carácter básico, a menos que tales normas complementarias de rango infralegal indiquen expresamente su pretendida naturaleza básica o así resulte sin lugar a dudas de su propia estructura normativa en cuanto complemento indispensable de las normas legales básicas" (SSTC 227/1988, de 29 de noviembre [RTC 1988, 227], F. 32, y 118/1998, de 4 de junio [RTC 1998, 118], F. 16).

A mayor abundamiento, en esta ocasión debemos señalar que en el Reglamento de desarrollo de la Ley de ordenación y supervisión de los seguros privados (RCL 1985, 1936, 2305), el régimen jurídico de las mutuas de seguros a prima fija y a prima variable se regula en los arts. 11 a 22, expresamente excepcionados de la identificación de lo básico contenida en el primer apartado de la disposición final primera del Real Decreto 2486/1998, de 20 de noviembre (RCL 1998, 2760), por el que se aprueba el citado Reglamento. De tal suerte que ese eventual riesgo de que la remisión a las normas reglamentarias se tradujese en una vulneración de la competencia autonómica de desarrollo legislativo, al que hicimos referencia en nuestras SSTC 77/1985, de 27 de junio (RTC 1985, 77), y 220/1992, de 11 de diciembre (RTC 1992, 220), en los términos antes reproducidos, no se ha materializado hasta la fecha.

Lo expuesto conduce inexorablemente a la desestimación del recurso de inconstitucionalidad en cuanto hace referencia a los arts. 9.3 y 10.2 de la Ley de ordenación y supervisión de los seguros privados (RCL 1995, 3046)". (fundamento jurídico 3)

Como señala el Tribunal constitucional en el fundamento transcrito (antepenúltimo párrafo), la referida remisión al reglamento no conlleva de suyo el carácter básico de los preceptos reglamentarios dictados en desarrollo de las previsiones del artículo 9.3 de la LOSSP "a menos que tales normas complementarias de rango infralegal indiquen expresamente su pretendida naturaleza básica", como es precisamente el caso. Por lo demás, siendo suficiente las habilitaciones legales señaladas para que el Reglamento impugnado califique como básico su artículo 10, resulta indiferente que en el Reglamento general de la Ley destinado primariamente para las restantes entidades aseguradoras (Real Decreto 2486/1998, de 20 de noviembre) el poder reglamentario no hiciese uso de dicha habilitación y un precepto análogo no fuese calificado como básico.

El mismo fracaso impugnatorio debe seguir la disposición transitoria 5ª del Reglamento impugnado, en la medida en que se limita a establecer los plazos de adaptación de los estatutos en vigor a las nuevas exigencias reglamentarias, pues siendo básicas éstas también lo debe ser la determinación de dicho plazo como previsión accesoria de aquéllas.

-art. 32. El precepto establece lo siguiente:

"Artículo 32. Derechos y obligaciones de los mutualistas.

1. Todos los mutualistas tendrán los mismos derechos políticos, económicos y de información, sin perjuicio de que las aportaciones y prestaciones guarden la relación estatutariamente establecida con las circunstancias que concurran en cada uno de ellos.

2. Los derechos políticos de los mutualistas responderán al principio de igualdad. Cada mutualista tendrá un voto. Todos tendrán el carácter de elector y elegible para los cargos sociales, siempre que estén al corriente de sus obligaciones sociales, así como el derecho a participar en el gobierno de la mutualidad a través de sus órganos sociales, todo ello en la forma que establezcan los estatutos.

3. Son derechos económicos de los mutualistas los siguientes:

a) Percibir intereses a sus aportaciones al fondo mutual, si así lo disponen los estatutos, así como el reintegro de las mismas, salvo que hubieran sido consumidas en cumplimiento de la función específica del mismo y siempre con deducción de las cantidades que adeudase a la entidad.

b) El cobro de las derramas activas que se acuerden.

c) Participar en la distribución del patrimonio en caso de disolución, conforme al artículo 11.1.d) del Reglamento de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados.

4. Los mutualistas podrán solicitar la verificación contable de las cuentas sociales de un determinado ejercicio debiendo efectuarse, en todo caso, cuando lo insten por escrito el 5 por 100 de los que hubiera el 31 de diciembre último, siempre que no hubieran transcurrido tres meses a contar desde la fecha de cierre de dicho ejercicio y no fuera preceptiva la auditoría de cuentas.

5. En virtud del derecho de información:

a) Los mutualistas podrán solicitar por escrito, con anterioridad a la celebración de cada asamblea general, los informes o aclaraciones que estimen precisos acerca de los asuntos comprendidos en el orden del día. Los administradores estarán obligados a proporcionárselos, salvo en los casos en que, a juicio del presidente, la publicidad de los datos solicitados perjudique los intereses sociales. Esta excepción no procederá cuando la solicitud esté apoyada por, al menos, la cuarta parte de mutualistas.

b) Cuando el orden del día prevea someter a la asamblea general la aprobación de las cuentas del ejercicio económico o cualquier otra propuesta económica, las cuentas anuales y los informes de auditoría y de la comisión de control, en su caso, así como los documentos que reflejen la citada propuesta económica, deberán estar puestos a disposición en el domicilio social de la mutualidad, para que puedan ser examinados por los mutualistas, en la forma que estatutariamente se establezca, desde la convocatoria hasta la celebración. Los mutualistas durante el plazo establecido podrán solicitar por escrito a la junta directiva las explicaciones o aclaraciones que estimen convenientes para que sean contestadas en el acto de la asamblea general.

6. Los mutualistas deberán cumplir las obligaciones que señala tanto la Ley como este Reglamento y las establecidas en los estatutos sociales y, en particular, las siguientes:

a) Cumplir los acuerdos válidamente adoptados por los órganos de la mutualidad.

b) Satisfacer el importe de las derramas pasivas y demás obligaciones económicas estatutariamente establecidas.

c) Los mutualistas que causen baja serán responsables en los términos establecidos en el artículo 11.1.b) y c) del Reglamento de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados y en los estatutos, y con la limitación del artículo 64.3.d) de la Ley, por las obligaciones contraídas por la mutualidad con anterioridad a la fecha en que la baja produzca efecto conforme al apartado 2 del artículo 11 del Reglamento de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados".

Al igual que en el caso anterior, sirven de habilitación legal para que estos preceptos reglamentarios puedan ser calificados como básicos los artículos 9.3 y 24.1 de la LOSSP (RCL 1995, 3046). En efecto, en el primero de ellos, ya reproducido, se mencionan igualmente los derechos y obligaciones de los mutualistas como contenido necesario del reglamento de desarrollo de la Ley. En cuanto al segundo precepto, vale la habilitación legal al poder reglamentario en los mismos términos ya señalados en relación con el artículo 10 del Reglamento (RCL 1998, 2760)de acuerdo con la referida doctrina sentada por el Tribunal Constitucional.

-artículo 40 del Reglamento. El precepto dice así:

"Artículo 40. Limitaciones en la gestión.

Está prohibido a los cargos de administración y dirección adquirir o conservar un interés o realizar una actividad que genere conflicto de intereses con la mutualidad".

El precepto impone una determinada limitación a los cargos de administración y dirección de las mutualidades de previsión social. En cuanto tal, pertenece sin duda a la regulación del estatuto de los citados cargos y tiene una naturaleza orgánica. Sin embargo, y al igual que la prohibición contenida en el artículo 15.3 de la Ley a determinadas personas (con antecedentes penales, inhabilitados, etc.) de ostentar cargos de dirección efectiva de las entidades aseguradoras, la cual ostentaba carácter básico, tiene una indudable relación con la regulación de la actividad aseguradora, ya que se trata en ambos casos de limitaciones cuyo fundamento es el aseguramiento de una correcta gestión de las entidades aseguradoras. En esa medida, el carácter básico del artículo 40 se apoya sin dificultad en las exigencias de honorabilidad profesional contempladas en el artículo 15 de la LOSSP.

-artículo 42 y disposición transitoria tercera. Ambos preceptos rezan de la siguiente manera:

"Artículo 42. Gastos de administración.

1. Los gastos de administración que se prevean para el funcionamiento de la entidad deberán figurar en el programa de actividades que ha de presentar en el Ministerio de Economía y no podrán superar como máximo la mayor de las dos cantidades siguientes:

a) El 15 por 100 del importe medio de las cuotas y derramas devengadas en el último trienio.

b) El 2, 6 por 100 anual del importe de las provisiones técnicas.

No obstante, con carácter excepcional y transitorio, cuando se trate de una mutualidad de previsión social de nueva creación o por cambios fundamentales de su estructura, debidamente justificados en la correspondiente memoria explicativa, la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones podrá autorizar un porcentaje de gastos superior a petición de la mutualidad. A estos efectos, se consideran gastos de administración los importes incluidos en los subgrupos 62, 64, y 68 según lo dispuesto en el Plan de contabilidad de las entidades aseguradoras.

2. Los estatutos sociales podrán fijar la remuneración que corresponda a los mismos por su gestión. Dicha remuneración formará parte de los gastos de administración".

"Disposición transitoria tercera. Gastos de administración.

Las mutualidades de previsión social que a la entrada en vigor del presente Reglamento cuenten con unos gastos de administración superiores a lo previsto en el artículo 42.1 de este Reglamento dispondrán del plazo de un año para adaptarse a los límites máximos previstos en el referido artículo".

Tal como señala el Abogado del Estado, la naturaleza básica del artículo 42 encuentra una apoyatura expresa en el artículo 64.3.i de la Ley 30/1995 (RCL 1995, 3046), asimismo de naturaleza básica, y que se remite expresamente a su desarrollo reglamentario.

En efecto, el mencionado precepto legal atribuye al Ministerio de Economía y Hacienda la capacidad para establecer unos límites a los gastos de administración de las mutualidades de seguros. Pues bien, el precepto impugnado hace uso de dicha habilitación y prevé tales límites, con determinadas excepciones, en el párrafo primero. En cuanto al párrafo segundo, se limita a añadir una norma potestativa (la posibilidad de que la remuneración a los administradores por su gestión se fije en los estatutos) y, en cuanto tal irrelevante desde la perspectiva impugnatoria, ya que la inclusión de dicha remuneración en los gastos de administración está ya establecida en el citado artículo 64.3.i de la LOSSP.

SEXTO Sobre el segundo bloque de preceptos impugnados, por vulnerar la competencia exclusiva de la Generalidad de Cataluña sobre las mutualidades de previsión social (artículo 9.21 del Estauto de Autonomía de Cataluña [RCL 1979, 3028]).

En este apartado se impugnan, por un lado, los artículos 11.2 y 18 del Reglamento impugnado (RCL 2003, 154) - impugnación examinada en el presente fundamento- y, por otro lado, los artículos 44.2 y 45.2 -que se responde en el fundamento de derecho siguiente-. Del juego de los artículos 11.2 y 18, en relación con el artículo 66.2 de la LOSSP (RCL 1995, 3046), se derivaría, según la entidad actora, que las entidades que inicialmente dependen de la Administración autonómica y que pretenden una ampliación de las prestaciones pasan a depender de la Administración estatal. Ello se produciría porque, de conformidad con lo previsto en el artículo 18 del Real Decreto [image: image1.png]




, las entidades que pretendan dicha ampliación de las prestaciones han de cumplir con los requisitos contemplados en el artículo 66.2 de la LOSSP, entre los que se cuenta el de disponer de una autorización válida en todo el espacio económico europeo, que sólo puede ser concedida por el Estado. Argumenta la Generalidad de Cataluña que el citado requisito de disponer de una autorización válida en todo el espacio económico europeo no guarda relación alguna con la actividad propia de las mutualidades ni con las garantías de solvencia que les son exigibles, por lo que no podría ser considerada una condición básica por su relación con la actividad de las mutualidades y las cooperativas en el ámbito de los seguros.

Esta impugnación reitera, en el ámbito reglamentario, la formulada contra el artículo 66.2.a) de la LOSSP en el recurso de inconstitucionalidad interpuesto contra la misma por la propia actora. El Tribunal Constitucional ha desestimado dicha impugnación con una extensa justificación de la adecuación al orden competencial de la exigencia del citado requisito de contar con una autorización para operar en el orden económico europeo -de competencia estatal- para obtener la autorización de ampliación de prestaciones -que sigue correspondiendo a la Comunidad Autónoma en cuanto a las mutualidades que de ella dependen-. Y asimismo ha destacado el Tribunal Constitucional la importancia básica de dicha autorización estatal en el esquema adoptado por la Ley respecto a la actividad aseguradora.

Dicha desestimación fuerza a llegar a la misma conclusión desestimatoria en el presente recurso. La argumentación del Tribunal Constitucional se recoge en los fundamentos jurídicos 4 a 7 de la Sentencia ya citada 173/2005, de 23 de junio (RTC 2005, 173), que reproducimos a continuación.

"4. En segundo lugar, se impugna el inciso final del art. 66.2 a) de la Ley 30/1995 (RCL 1995, 3046), que incluye entre los requisitos que han de cumplir las mutualidades de previsión social para que puedan proceder a la ampliación de prestaciones el de "ser titular[es] de una autorización válida en todo el Espacio Económico Europeo".

El Abogado de la Generalidad de Cataluña entiende lógica la supeditación de la ampliación de prestaciones a la obtención de autorización administrativa previa. Tampoco aprecia vulneración alguna del orden constitucional y estatutario de distribución de competencias en el procedimiento establecido para el otorgamiento de la concesión, a la vista de que el art. 66.3 de la Ley identifica como órganos administrativos destinatarios de la solicitud bien la Dirección General de Seguros, bien el autonómico competente. Sin embargo, rechaza la inclusión de una autorización válida en todo el espacio económico europeo como requisito para obtener la autorización para la ampliación de prestaciones.

En concreto, denuncia que al corresponder el otorgamiento de esa autorización al Ministerio de Hacienda, de acuerdo con las reglas establecidas en el art. 6.5 y en la disposición transitoria primera de la Ley (en la actualidad, art. 5.5 y disposición adicional quinta del texto refundido), se produce un vaciamiento de la competencia autonómica exclusiva sobre las mutualidades no integradas en el sistema de Seguridad Social (art. 9.21 EAC [RCL 1979, 3029]). Además, denuncia que, a diferencia de lo que sucede con los restantes requisitos contenidos en el art. 66.2, la exigencia de esa específica autorización administrativa no se justifica por su vinculación técnica con la actividad propia de las mutualidades ni con las garantías de solvencia que les son exigibles. Ausencia, por tanto, de justificación por razones técnicas de la medida que, por otro lado, amenaza con reducir el alcance de las competencias de la Generalidad sobre las mutualidades de previsión radicadas en Cataluña en un fenómeno rigurosamente marginal, ya que aquéllas que tienen mayor presencia en el sector y que pueden aspirar a una ampliación de prestaciones quedarán extramuros de esas competencias autonómicas.

Se separa radicalmente de este planteamiento el Abogado del Estado, para quien el inciso impugnado no altera en modo alguno la competencia exclusiva de la Generalidad de Cataluña sobre mutualismo no integrado en el sistema de Seguridad Social, sino que se trata de una opción legislativa razonable adoptada en virtud de estrictas consideraciones económico-financieras. En defensa de su tesis favorable a la constitucionalidad del precepto, recuerda que, conforme a lo previsto en los art. 6 de la Directiva 92/49 CEE del Consejo, de 18 de junio de 1992 (LCEur 1992, 2682), relativa a la coordinación de las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas relativas al seguro directo distinto del de vida (tercera Directiva de seguros distintos del seguro de vida), y art. 5 de la Directiva 92/96 CEE, de 10 de noviembre de 1992 (LCEur 1992, 3741), sobre coordinación de las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas relativas al seguro directo de vida (tercera Directiva de seguros de vida), únicamente pueden obtener autorizaciones administrativas válidas para operar en todo el espacio económico europeo aquellas entidades aseguradoras que adopten la forma jurídica de sociedad anónima, sociedad mutua o sociedad cooperativa. Por ello, la Ley 30/1995 (RCL 1995, 3046) supedita la ampliación de prestaciones de las mutualidades de previsión social al cumplimiento de los requisitos establecidos en el art. 66.2, que vienen a asimilarlas económicamente a los tipos de entidades aseguradoras que pueden operar en todo el espacio económico europeo.

5. A fin de dar adecuada respuesta a la impugnación que nos ocupa, resulta pertinente comenzar recordando que el motivo de impugnación se contrae aquí exclusivamente a la exigencia de "una autorización válida en todo el Espacio Económico Europeo" como requisito previo a la obtención de la autorización administrativa que permita a las mutualidades de previsión social proceder a la ampliación de prestaciones. No se discute, por tanto, la necesidad misma de esta autorización para que las citadas entidades puedan rebasar los límites a los que, en principio, deben atenerse en la cobertura de contingencias. Y no se discute porque, según señala el Abogado de la Generalidad de Cataluña en el escrito rector de este proceso, el otorgamiento de esta segunda autorización no modifica el ámbito de las competencias autonómicas.

Nuestro razonamiento debe partir justamente de esta afirmación, no contradicha por el Abogado del Estado. Al respecto, la mención expresa al Ministro de Economía y Hacienda que figura en el art. 66.3 de la Ley, como órgano competente para otorgar la autorización de ampliación de prestaciones pudiera acaso hacer pensar en una identificación o confusión entre las dos autorizaciones de las que se habla en el art. 66. Sin embargo, ello no es así, ni sustantiva ni competencialmente.

Aunque la perspectiva sustantiva resulta aquí un tanto marginal, toda vez que la controversia es estrictamente competencial, no estará de más indicar que la exigencia de autorización administrativa para que las mutualidades de previsión social puedan operar por ramos representa una especificación del criterio general plasmado en el art. 6.3 de la Ley de ordenación y supervisión de los seguros privados (RCL 1995, 3046) (ahora, art. 5.3 de su texto refundido), conforme al cual "también será precisa autorización administrativa para que una entidad aseguradora pueda extender su actividad a otros ramos distintos de los autorizados y para la ampliación de una autorización que comprenda sólo una parte de los riesgos incluidos en un ramo". Asimismo, y sin que ello suponga desconocer la especial posición que ocupan las mutualidades de previsión social en el panorama de la normativa comunitaria europea en materia de seguros, cabe señalar que los arts. 4 b) de la Directiva 2002/83/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 de noviembre de 2002 (LCEur 2002, 3585), sobre seguro de vida, en la que se refunden los distintos textos anteriormente vigentes, y 6 b) de la Directiva 73/239/CEE del Consejo, de 24 de julio de 1973 (LCEur 1973, 133), en la redacción dada al mismo por la Directiva 92/49/CEE del Consejo, de 18 de junio de 1992 (LCEur 1992, 2682) (tercera Directiva de seguros distintos del seguro de vida), incorporan previsiones similares. Por consiguiente, desde la vertiente sustantiva no se produce confusión alguna entre la autorización para operar en el espacio económico europeo y la autorización para ampliar prestaciones, dado que el otorgamiento de aquélla no exime de la solicitud de ésta en los supuestos a los que se hace referencia en los preceptos reseñados.

Examinada la cuestión en un plano estrictamente competencial, debemos advertir que el inciso final del art. 66.3 no representa una reserva competencial a favor de la Administración General del Estado, habida cuenta de que lo dispuesto en el mismo ha de interpretarse a la luz de los criterios establecidos en el art. 69.2 b) de la Ley de ordenación y supervisión de los seguros privados (RCL 1995, 3046) (en la actualidad, de su texto refundido):

"En el ámbito de competencias de ejecución les corresponden las de ordenación y supervisión de los seguros privados que se otorgan a la Administración General del Estado en la presente Ley, entendiéndose hechas al órgano autonómico competente las referencias que en la misma se contienen al Ministerio de Economía y Hacienda y a la Dirección General de Seguros, con excepción de las reguladas en el Capítulo IV del presente Título y en el Título III, quedando en todo caso reservadas al Estado las competencias de otorgamiento de la autorización administrativa para el ejercicio de la actividad aseguradora y su revocación, que comunicará, en su caso, a la respectiva Comunidad Autónoma. En cuanto a las cooperativas de seguro y mutualidades de previsión social, también corresponde a las Comunidades Autónomas conceder la autorización administrativa y su revocación, previo informe de la Administración General del Estado en ambos casos; la tramitación de estos procedimientos, que será interrumpida mientras la Administración General del Estado emite su informe, corresponderá a la Comunidad Autónoma, que comunicará al Ministerio de Economía y Hacienda cada autorización que conceda, así como su revocación. La falta de emisión de dicho informe en el plazo de seis meses se considerará como manifestación de la conformidad del Ministerio de Economía y Hacienda a la concesión de la autorización administrativa o, en su caso, a su revocación".

Toda vez que lo dispuesto en el 66.3 se encuentra regulado en el capítulo VII del título II, no opera la excepción recogida en la regla primera del precepto ahora reproducido. De tal modo que no hay, como ya se ha apuntado, reserva competencial alguna a favor de la Administración General del Estado, en este caso del Ministro de Economía y Hacienda. Por el contrario, asiste toda la razón al Abogado de la Generalidad de Cataluña cuando deduce, de la lectura conjunta del art. 6.5 y de la disposición transitoria primera de la Ley de ordenación y supervisión de los seguros privados (RCL 1995, 3046) (en la actualidad, del art. 5.5 y de la disposición adicional quinta del texto refundido), que sólo las autorizaciones otorgadas por el Ministro de Economía y Hacienda tienen la condición de "válidas para operar en todo el Espacio Económico Europeo".

Consecuentemente, la exigencia de una autorización administrativa válida en todo el espacio económico europeo, de competencia estatal, opera como presupuesto para obtener la autorización administrativa de ampliación de prestaciones, cuyo otorgamiento corresponde a la Administración autonómica, aquí a la Generalidad de Cataluña.

6. Hechas estas precisiones, interesa situar el inciso final del art. 66.2 a) de la Ley de ordenación y supervisión de los seguros privados en su contexto.

Así, debemos comenzar recordando que el art. 64.1 define las mutualidades de previsión social como "entidades aseguradoras que ejercen una modalidad aseguradora de carácter voluntario complementaria al sistema de Seguridad Social obligatoria, mediante aportaciones a prima fija o variable de los mutualistas, personas físicas o jurídicas, o de otras entidades o personas protectoras". Una de las singularidades más destacadas de las mutualidades de previsión social, en tanto que entidades aseguradoras, consiste en la limitación de las prestaciones que pueden cubrir. Dicha limitación se contiene en el art. 65 de la Ley (en la actualidad, del texto refundido), cuyo contenido será oportuno reproducir:

"1. En la previsión de riesgos sobre las personas las contingencias que pueden cubrir son las de muerte, viudedad, orfandad y jubilación, garantizando prestaciones económicas en forma de capital o renta. Asimismo, podrán otorgar prestaciones por razón de matrimonio, maternidad, hijos y defunción. Y podrán realizar operaciones de seguro de accidentes e invalidez para el trabajo, enfermedad, defensa jurídica y asistencia, así como prestar ayudas familiares para subvenir a necesidades motivadas por hechos o actos jurídicos que impidan temporalmente el ejercicio de la profesión.

Las prestaciones económicas que se garanticen no podrán exceder de 3.000.000 de pesetas como renta anual ni de 13.000.000 como percepción única de capital, límites que se podrán actualizar anualmente, considerando la suficiencia de las garantías financieras para atender las prestaciones actualizadas.

2. En la previsión de riesgos sobre las cosas sólo podrán garantizar los que se relacionan seguidamente y dentro del importe cuantitativo de dichos bienes:

a) Viviendas de protección oficial y otras de interés social, siempre que estén habitadas por el propio mutualista y su familia.

b) Maquinaria, bienes e instrumentos de trabajo de mutualistas que sean pequeños empresarios. A estos efectos se entenderá por pequeños empresarios los trabajadores autónomos por cuenta propia y los profesionales y empresarios, incluidos los agrícolas, que no empleen más de cinco trabajadores.

c) Cosechas de fincas cultivadas directa y personalmente por el agricultor, siempre que no queden comprendidas en el Plan Anual de Seguros Agrarios Combinados, y los ganados integrados en la unidad de explotación familiar.

3. Cada mutualidad podrá otorgar la totalidad o parte de las prestaciones mencionadas en los dos números anteriores".

Estas limitaciones a la actividad aseguradora de las mutualidades de previsión social pueden ser excepcionadas conforme al art. 66. Este precepto regula la "ampliación de prestaciones" de las mencionadas entidades, ampliación que se supedita a la obtención de autorización administrativa previa (art. 66.1). A su vez, el otorgamiento -y mantenimiento- de esta autorización administrativa se subordina al cumplimiento de los requisitos establecidos en el art. 66.2, a saber:

"a) Haber transcurrido, al menos, un plazo de cinco años desde la obtención de la autorización administrativa para realizar actividad aseguradora y ser titular de una autorización válida en todo el Espacio Económico Europeo.

b) No haber estado sujeta a medidas de control especial, ni habérsele incoado procedimiento administrativo de disolución o de revocación de la autorización administrativa durante los dos años anteriores a la presentación de la solicitud de autorización.

c) Poseer el mínimo de fondo mutual, margen de solvencia y del fondo de garantía que a las mutuas de seguro a prima fija exige la presente Ley, y tener constituidas las provisiones técnicas en los mismos términos que deben tenerlas dichas mutuas a prima fija.

d) Presentar y atenerse a un programa de actividades con arreglo al artículo 12 y sujetarse a la clasificación en ramos respecto de la actividad aseguradora que realicen con ampliación de prestaciones".

En lo que ahora estrictamente interesa, debe indicarse, por último, que la solicitud de autorización de ampliación de prestaciones ha de presentarse actualmente ante la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones o ante el órgano autonómico competente y "deberá ir acompañada de los documentos acreditativos del cumplimiento de los requisitos exigidos" (art. 66.3 del texto refundido, que coincide con el correlativo de la Ley de ordenación y supervisión de los seguros privados (RCL 1995, 3046), salvo en la denominación del órgano de la Administración General del Estado).

7. Según expusimos anteriormente el requisito de la autorización administrativa valida en todo el espacio económico europeo se traduce en la intervención de la Administración General del Estado en un procedimiento administrativo de autorización de ampliación de prestaciones, cuya resolución corresponde a la Administración autonómica, aquí a la Generalidad de Cataluña.

Para determinar si esta intervención se acomoda al orden constitucional y estatutario de distribución de competencias deberemos examinar si existen elementos que la justifiquen en términos generales y que la expliquen con respecto a la concreta modalidad diseñada por el legislador estatal.

Como prólogo a nuestro enjuiciamiento hemos de reiterar, una vez más, la necesidad de enmarcar la competencia exclusiva de la Comunidad Autónoma de Cataluña sobre mutualismo no integrado en el sistema de Seguridad Social (art. 9.21 de su Estatuto de Autonomía [RCL 1979, 3029]) en el contexto definido por la STC 86/1989, de 11 de mayo (RTC 1989, 86) (F. 7), y reiterado en la STC 220/1992, de 11 de diciembre (RTC 1992, 220) (F. 3). Conforme indicábamos en estas resoluciones, esa exclusividad conoce su máxima proyección en los aspectos estructurales y funcionales, en tanto que debe matizarse en los operativos, sobre los que inciden las bases establecidas por el Estado para la ordenación de la actividad aseguradora en virtud de la competencia que le atribuye el art. 149.1.11 CE (RCL 1978, 2836).

Dicho esto, deberemos convenir en que la intervención preceptiva de las instancias centrales del Estado en el procedimiento autorizatorio que nos ocupa encaja, en principio y sin perjuicio de examinar más adelante la modalidad concreta establecida en el precepto impugnado, dentro del ámbito de lo básico en materia de ordenación de los seguros (art. 149.1.11 CE). Y ello porque la dispensa de las limitaciones a las que se sujeta la actividad aseguradora de las mutualidades de previsión social puede perfectamente asimilarse, desde el punto de vista funcional, a la autorización de una nueva entidad aseguradora, al menos en aquellos sectores del ramo correspondiente que se hallaban anteriormente extramuros de las posibilidades de actuación de la entidad que pretenda ampliar sus prestaciones. Visto desde el prisma contrario este hecho representa la creación de nuevos riesgos potenciales no sólo para los propios tomadores de seguros, sino también para la estabilidad del sistema financiero en su conjunto. Se trata de un valor de relevancia supraautonómica, que trasciende la concreta situación analizada, según hemos afirmado en reiteradas ocasiones (por todas, STC 235/1999, de 16 de diciembre [RTC 1999, 235], F. 5, y las numerosas resoluciones allí mencionadas, siempre en relación con el sector crediticio) y a cuya preservación sirven las potestades públicas de supervisión de las entidades aseguradoras, conforme resulta de la normativa comunitaria europea en la materia (vgr. puntos 19 y 20 del preámbulo y art. 16.7 de la ya citada Directiva 2002/83/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 de noviembre de 2002 [LCEur 2002, 3585], sobre seguro de vida, y, destacadamente, la Directiva 2002/87/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de diciembre de 2002 [LCEur 2002, 291], relativa a la supervisión adicional de las entidades de crédito, empresas de seguros y empresas de inversión de un conglomerado financiero).

Profundizando en esta misma idea, debemos señalar que, como acertadamente pone de manifiesto el Abogado de la Generalidad de Cataluña, los requisitos sustantivos exigidos en el art. 66.2 de la Ley de ordenación y supervisión de los seguros privados (RCL 1995, 3046) para que las mutualidades de previsión social puedan obtener y conservar la autorización que les permite proceder a la ampliación de prestaciones responden a criterios eminentemente técnicos y con ellos se pretende garantizar la estabilidad de estas entidades en su nueva actividad aseguradora.

Estos requisitos, abstracción hecha de la concreta autorización que ahora nos ocupa, pueden agruparse en un doble orden: de una parte, aquéllos que, contemplando la trayectoria de la entidad, ponen de manifiesto una cierta experiencia y gestión prudente del negocio asegurador [art. 66.2 a) y b)]; en tanto que los requisitos sirven a una cierta función prospectiva, pues permiten pronosticar que la autorización de la ampliación de prestaciones no pondrá en riesgo la actividad de la mutualidad de previsión social solicitante ni la estabilidad del conjunto del sector asegurador y del sistema financiero en su integridad. Para realizar esta valoración, el legislador estatal ha optado por extender a las mutualidades de previsión social las exigencias que en punto a fondo mutual, margen de solvencia y provisiones técnicas rigen para las mutuas a prima fija [art. 66.2 c)], además de imponerles la elaboración de un programa de actividades adecuado al art. 12 del texto legal [art. 66.2 d)]. Pues bien, hemos de entender que la intervención preceptiva de las instancias centrales del Estado en el procedimiento de autorización se dirige a garantizar la satisfacción de estos últimos requisitos y que dicha intervención es acorde con el orden constitucional y estatutario de distribución de competencias, ya que los elementos valorativos que la apreciación del cumplimiento de dichos requisitos incorpora justifican una interpretación unitaria que evite la existencia de interpretaciones diferenciadas y disfuncionales para el conjunto del sistema [en similares términos, STC 86/1989, de 11 de mayo (RTC 1989, 86), F. 13 a)].

Tampoco merece reproche alguno, desde la perspectiva competencial, la modalidad concreta elegida por el legislador estatal para esa intervención preceptiva. En primer lugar, recuérdese que, conforme a lo previsto en el art. 66.3 de la Ley de ordenación y supervisión de los seguros privados (RCL 1995, 3046), la autorización para ampliar prestaciones "se concederá por ramos" de actividad. Pues bien, en el esquema de la Ley este tipo de autorizaciones lleva aparejada la posibilidad de desarrollar el negocio asegurador en todo el espacio económico europeo. Ahora bien, como quiera que la concesión de este tipo de autorizaciones está reservada a la competencia estatal, según tuvimos ocasión de recordar anteriormente, la estimación del recurso de inconstitucionalidad en este punto generaría una antinomia entre el art. 66.3 y la disposición transitoria primera de la Ley (actualmente, disposición adicional quinta del texto refundido), habida cuenta de que se atribuiría una eficacia extraautonómica a la autorización en el primero de los preceptos que entraría en contradicción con lo establecido en las citadas disposiciones. Esta contradicción queda salvada porque uno de los requisitos para obtener la autorización para proceder a la ampliación de prestaciones consiste justamente en ser titular de una autorización válida en todo el espacio económico europeo.

Más importante acaso que lo anterior es el hecho de que las mutualidades de previsión social no están en principio autorizadas para operar en el espacio económico europeo en régimen de libertad de establecimiento o de libertad de prestación de servicios [vgr. art. 6.1 a) de la Directiva 2002/83 (LCEur 2002, 3585), a contrario]. Pues bien, la forma jurídica que adopta la expresión de la intervención estatal en el procedimiento de autorización de ampliación de prestaciones de estas entidades representa el reconocimiento de un derecho del que, en otro caso, sólo podrían disfrutar previa transformación de su naturaleza jurídica, adoptando la forma de sociedad anónima, mutua o cooperativa de seguros. No puede reputarse, por ello, contrario al orden de distribución de competencias el hecho de que el legislador estatal haya optado por llevar hasta sus últimas consecuencias funcionales la satisfacción de unos requisitos específicamente establecidos para las mutuas a prima fija. En especial, porque el otorgamiento de la autorización válida en todo el espacio económico europeo no suplanta la competencia autonómica de autorización definitiva de la ampliación de prestaciones y sólo la limita en el caso de que aquélla sea denegada. Parafraseando lo que sostuvimos en la STC 178/1992, de 13 noviembre [RTC 1992, 178], F. 3 d), podemos concluir afirmando que este modo de intervención estatal en el procedimiento de autorización de ampliación de prestaciones representa un control preventivo que garantiza que el desarrollo por las mutualidades de previsión social de la actividad aseguradora por ramos "se ajusta, sin sobrepasarlos, a los riesgos máximos que, de acuerdo con la política financiera del Estado, la estabilidad misma del sistema en su conjunto pueda soportar"; control, en fin, que, por sus características y significado, se ampara en las competencias del Estado sobre las bases de la ordenación del seguro (art. 149.1.11 CE [RCL 1978, 2836]), a pesar del carácter ejecutivo de las competencias cuestionadas, y de cuya formalización resulta el reconocimiento de un derecho a las entidades afectadas del que, en otro caso, carecerían". (fundamentos jurídicos 4 a 7)

SÉPTIMO Sobre la impugnación relativa al triple punto de conexión como criterio delimitador de competencias respecto a las entidades de seguros
Impugna también la institución recurrente los artículos 44.2 y 45.2 del Real Decreto 1430/2002 (RCL 2003, 154)por la remisión que en ellos se hace al artículo 69.2 de la LOSSP, y el establecimiento que en dicho precepto legal de un triple punto de conexión a los efectos de determinar la competencia autonómica.

Efectivamente, en el inciso primero del artículo 69.2 de la LOSSP (RCL 1995, 3046) se establece que corresponde a las Comunidades Autónomas con competencias en la materia la relativa a las entidades aseguradoras "cuyo domicilio social, ámbito de operaciones y localización de riesgos en el caso de seguros distintos del de vida y asunción de los compromisos en el supuesto de seguros de vida" se circunscriban al territorio de la respectiva Comunidad Autónoma, con arreglo a los criterios que después se enumeran. Pues bien, recurrido este precepto en el ya referido procedimiento de inconstitucionalidad, el Tribunal ha rechazado la impugnación con los siguientes razonamientos:

"9. La adecuada respuesta a la impugnación que ahora centra nuestra atención ha de tener presentes distintos pronunciamientos anteriores de este Tribunal explícita o implícitamente invocados por las partes personadas.

a) Así, en primer lugar, tanto el recurrente como el Abogado del Estado mencionan la doctrina establecida en la STC 86/1989, de 11 de mayo (RTC 1989, 86). En aquella ocasión examinamos la constitucionalidad de lo dispuesto en el art. 39.2 de la Ley 33/1984, de 2 de agosto (RCL 1984, 2013, 2532), de ordenación del seguro privado, antecedente inmediato del precepto legal aquí impugnado.

Pues bien, en dicha resolución estimamos conforme el triple punto de conexión fijado por el legislador estatal (entonces, "entidades de seguro directo cuyo domicilio social, ámbito de operaciones y localización de los riesgos que aseguren se limiten al territorio de la Comunidad"), pero hicimos hincapié en la necesidad de matizar su alcance en los siguientes términos: "el requisito de que el ámbito de operaciones se circunscriba al territorio de la Comunidad requiere efectivamente que la contratación de los seguros se produzca dentro del mismo pero ello no obsta a que puedan realizarse fuera de aquel ámbito las actividades instrumentales y ajenas a la típica aseguradora, que sean precisas. En cuanto al requisito de que la localización del riesgo asegurado se limite también al territorio de la Comunidad, no ha de identificarse dicha localización con el lugar concreto en que el riesgo se consuma, sino más bien con la localización del interés asegurado, que será, por una parte, el domicilio del asegurado en los seguros de personas y en aquellos que cubran riesgos genéricamente referidos al patrimonio del asegurado; por otra, la ubicación de inmuebles o de bienes patrimoniales concretos en los seguros sobre los mismos y, en fin el que determinen las reglas civiles y mercantiles en otros posibles supuestos. Tal interpretación, auspiciada por el Abogado del Estado, excluye las consecuencias temidas por el Gobierno recurrente y permite mantener la constitucionalidad del precepto impugnado. Debe tenerse además en cuenta que la omisión de tal requisito de localización del riesgo dentro del ámbito territorial de la Comunidad Autónoma, podría originar consecuencias contrarias a la territorialidad de las competencias autonómicas, como la posibilidad de que una entidad se dedicara al aseguramiento de riesgos localizados fuera de su territorio, con la consiguiente invasión de competencias estatales o de otra Comunidad Autónoma" (F. 11). Además, añadimos que el ámbito subjetivo de intervención autonómica había de ampliarse más allá de las "entidades de seguro directo" a las que expresamente hacía mención el precepto legal impugnado, toda vez que "podrá darse una competencia autonómica en la regulación, en materia de reaseguro en las mismas condiciones que la actividad de seguro directo mediante normativa de desarrollo y mediante ejecución de las bases" (F. 29). Esta ampliación se ha incorporado a la redacción del art. 69.2 de la Ley 30/1995 (RCL 1995, 3046) (actualmente, del texto refundido).

Posteriormente, en la STC 330/1994, de 15 de diciembre (RTC 1994, 330), declaramos, entonces con respecto a los dos puntos de conexión utilizados en el apartado segundo de la disposición adicional primera ("domicilio social y ámbito de operaciones") de la Ley 9/1992, de 30 de abril (RCL 1992, 1020), de mediación en seguros privados, que la decisión legislativa no resultaba "arbitraria o manifiestamente infundada (STC 156/1993 [RTC 1993, 156]) pues si cada una de las conexiones expresa una vinculación directa con el territorio, mediante el cúmulo de ambas el legislador ha querido, además, que dicha vinculación sea efectiva y garantice la seguridad jurídica. En efecto, atendida la materia, la actividad de mediación en seguros privados, la vinculación del agente o mediador con el territorio de una Comunidad a través del domicilio es sin duda directa y razonable, pues éste constituye su centro de intereses y allí se lleva a cabo la dirección de sus actividades. Y otro tanto ocurre con el lugar donde se llevan a cabo las operaciones de mediación, esto es, la intervención en la contratación de seguros, que se ha circunscrito al territorio de la Comunidad Autónoma. De otra parte, es evidente que el cúmulo de ambas conexiones circunscribe adecuadamente el ámbito territorial para el ejercicio de las competencias que corresponden a una Comunidad Autónoma y aseguran el control efectivo de la actividad mediadora" (STC 330/1994, F. 6).

b) Por su parte, el Abogado de la Generalidad de Cataluña se ha referido expresamente a nuestra doctrina sobre la supraterritorialidad. Una doctrina que arranca de la STC 329/1993, de 12 de noviembre (RTC 1993, 329), con ocasión del enjuiciamiento de un precepto reglamentario que atribuía al Estado la competencia para declarar zonas atmosféricas contaminadas cuando se extendiesen por más de una Comunidad Autónoma.

Entonces señalamos que "es cierto que la defensa del interés general y del derecho a un medio ambiente adecuado puede requerir la intervención del Estado, para evitar daños irreparables, pero ello ha de realizarse asegurando un adecuado equilibrio entre el respeto de las autonomías territoriales y la necesidad de evitar que éstas conduzcan a separaciones o compartimentaciones que desconozcan la propia unidad del sistema. Ello, al igual que justifica la facultad de coordinación, puede permitir además que, en ocasiones excepcionales, el Estado, titular de la legislación básica, pueda realizar actos de ejecución que sean precisos por la naturaleza de la materia, para evitar daños irreparables y para asegurar la consecución de la finalidad objetiva que corresponde a la competencia estatal sobre las bases (STC 48/1988 [RTC 1988, 48])" (STC 329/1993, de 12 de noviembre, F. 4). Pero también advertimos que no era adecuada al orden competencial la solución adoptada en la disposición recurrida -una decisión unitaria acerca de la declaración por parte de los órganos estatales fundada exclusivamente en que las zonas atmosféricas contaminadas sobrepasasen o incluyesen el territorio de varias Comunidades Autónomas-puesto que una solución de este tipo "sólo sería constitucionalmente legítima en aquellos casos excepcionales en que la intervención separada de las diversas Comunidades Autónomas no permitieran salvaguardar la eficacia de las medidas a tomar, y resulte necesaria una decisión unitaria del Estado a causa de poderosas razones de seguridad y grave y urgente necesidad que justifican la utilización estatal sobre bases de la dependencia en materia de protección del medio ambiente y para evitar daños irreparables. En la medida en que el art. 5 del Real Decreto 1613/1985 (RCL 1985, 2218) reconoce competencia al Estado más allá de estos excepcionales supuestos, invade y desconoce la competencia de la Comunidad Autónoma de Cataluña" (loc. cit). Esta misma doctrina fue confirmada en la STC 102/1995, de 26 de junio (RTC 1995, 102), donde insistimos en que "la supraterritorialidad no configura título competencial alguno" en materia ambiental (F. 19). Recientemente, y siempre con respecto a la materia de protección ambiental, hemos reiterado esta misma idea en las SSTC 194/2004, de 10 de noviembre (RTC 2004, 194), F. 16, y 33/2005, de 17 de febrero (RTC 2005, 33), F. 6.

Por lo que se refiere a otras materias competenciales distintas de la ambiental, debemos citar las SSTC 243/1994, de 21 de julio (RTC 1994, 243) (autorización de las entidades de inspección y control de seguridad industrial); 175/1999, de 30 de septiembre (RTC 1999, 175) (control policial de libros-registro y otros documentos obligatorios para determinados establecimientos) y 223/2000, de 21 de septiembre (RTC 2000, 223) (inscripción registral de operadores de gases licuados del petróleo).

Finalmente, debemos señalar que en la STC 235/1999, de 16 de diciembre (RTC 1999, 235), reconocimos el carácter básico de la función ejecutiva atribuida al Banco de España por la Ley 3/1994, de 14 de abril (RCL 1994, 1094), de adaptación de la legislación española en materia de entidades de crédito a la segunda Directiva de coordinación bancaria, consistente en autorizar la apertura de sucursales de entidades crediticias españolas en otros Estados miembros de la Unión (F. 6). Propiamente se trataba más de un supuesto de extraterritorialidad que de supraterritorialidad.

c) La tercera línea jurisprudencial que es oportuno traer ahora a colación es la relativa a la incidencia del Derecho comunitario europeo en los procesos constitucionales. A este respecto, hemos afirmado reiteradamente que "el Derecho comunitario no es en sí mismo canon o parámetro directo de constitucionalidad en los procesos constitucionales" (entre otras, SSTC 128/1999, de 1 de julio [RTC 1999, 128], F. 9; 208/1999, de 11 de noviembre [RTC 1999, 208], F. 4; 45/2001, de 15 de febrero [RTC 2001, 45], F. 7; y 38/2002, de 14 de febrero [RTC 2002, 38], F. 11). Consecuentemente, las controversias competenciales han de ser resueltas de acuerdo con los criterios establecidos al respecto en las normas que integran el bloque de constitucionalidad (por todas, STC 38/2002, F. 11, y las resoluciones allí mencionadas). En el bien entendido que, como advirtiéramos en la STC 102/1995, de 26 de junio (RTC 1995, 102) (F. 5), no cabe ignorar que la propia interpretación del orden competencial tampoco se produce en el vacío, por lo que prestar atención a la forma en que se ha configurado una determinada institución en el Derecho comunitario "puede ser no sólo útil, sino incluso obligado para aplicar correctamente sobre ella el esquema interno de distribución competencial" (SSTC 13/1998, de 22 de enero [RTC 1998, 13], F. 3, y 38/2002, de 14 de febrero [RTC 2002, 38], F. 11) e, incluso, para concluir que la controvertida es una cuestión que "cae dentro de la esfera del Derecho comunitario y no en la del reparto interno de competencias" (SSTC 236/1991, de 12 de diciembre [RTC 1991, 236], F. 10, y 45/2001, de 15 de febrero [RTC 2001, 45], F. 7).

10. En esta ocasión, un sucinto análisis de la normativa comunitaria resulta imprescindible por dos razones. En primer lugar, porque, según se afirma en las exposiciones de motivos tanto de la Ley 30/1995 (RCL 1995, 3046), de ordenación y supervisión de los seguros privados, como del texto refundido, aprobado por el Real Decreto Legislativo 6/2004 (RCL 2004, 2307 y RCL 2005, 213), "el sector de seguros es uno de los más armonizados del derecho comunitario europeo a través del sistema de directivas". En segundo lugar, porque el argumento principal expuesto por el Abogado de la Generalidad de Cataluña para postular un cambio de doctrina constitucional hace referencia a una de las principales aportaciones de esa normativa, el principio de autorización única y su correlato, la supervisión por el Estado miembro de origen.

Debemos iniciar esta tarea dejando constancia de que, como acertadamente ha apuntado el Abogado de la Generalidad de Cataluña, el mencionado principio de autorización administrativa única, con validez en todo el territorio comunitario, representa una de las principales novedades introducidas por las conocidas como terceras Directivas en materia de seguros (Directivas 92/96/CEE del Consejo, de 10 de noviembre de 1992 [LCEur 1992, 3741], para el seguro directo de vida y 92/49/CEE del Consejo, de 18 de junio de 1992 [LCEur 1992, 2682], para otros seguros). En efecto, con anterioridad la normativa comunitaria preveía la exigencia de una doble autorización, para el ejercicio de la actividad y para la apertura de sucursales o agencias en el territorio de otros Estados miembros [al respecto, arts. 6.2 a) y b) de la Directiva 79/267/CEE, de 5 de marzo de 1979 (LCEur 1979, 98), sobre coordinación de las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas, referentes al acceso a la actividad del seguro directo sobre la vida, no modificada en este punto por la Directiva 90/619/CEE del Consejo, de 8 de noviembre de 1990 (LCEur 1990, 1309) y de la Directiva 73/239/CEE del Consejo, de 24 de julio de 1973 (LCEur 1973, 133), sobre coordinación de las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas relativas al acceso a la actividad del seguro directo distinto del seguro de vida, y a su ejercicio, que tampoco fue modificada en este concreto extremo por la Directiva 88/357/CEE del Consejo, de 22 de junio de 1988 (LCEur 1988, 792)].

Sin embargo, debemos discrepar de la interpretación defendida por el Abogado de la Generalidad de Cataluña sobre la determinación del domicilio social como punto de conexión atributivo de la competencia tanto para el otorgamiento de la autorización administrativa para el ejercicio de la actividad aseguradora, como para el desempeño de las funciones supervisoras. Concretamente, hemos de señalar que la elección de dicho punto de conexión responde no sólo a un criterio geográfico, sino también funcional.

Ciñendo nuestro examen exclusivamente a la Directiva 2002/83/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 de noviembre de 2002 (LCEur 2002, 3585), por la que se refunden las anteriores Directivas relativas al seguro directo de vida, hemos de poner de manifiesto que en el punto 12 de su preámbulo se señala lo siguiente:

"Los principios de reconocimiento mutuo y de supervisión ejercida por el Estado miembro de origen exigen que las autoridades competentes de cada uno de los Estados miembros no concedan autorización o la retiren cuando factores tales como el programa de actividades, la distribución geográfica o las actividades realmente realizadas demuestren de forma inequívoca que la empresa de seguros ha optado por el sistema jurídico de un Estado miembro con el propósito de eludir las normas más estrictas vigentes en el Estado miembro en cuyo territorio proyecta realizar o realiza la mayor parte de sus actividades. Toda empresa de seguros deberá ser autorizada en el Estado miembro en el que se encuentre su domicilio social. Por otra parte, los Estados miembros deben exigir que el domicilio social de una empresa de seguros siempre esté situado en su Estado miembro de origen y que ejerza realmente sus actividades en el mismo".

En el último inciso del pasaje ahora reproducido se aprecia una clara aproximación funcional a la noción de "domicilio social", estableciéndose la exigencia de que en el Estado miembro donde radique el mismo la empresa aseguradora debe ejercer "realmente sus actividades". Ya en el articulado de la Directiva, esta previsión se concreta en lo dispuesto en el art. 6.3, conforme al cual "los Estados miembros exigirán a las empresas de seguros que su sede central esté situada en el mismo Estado miembro que su domicilio social". La lectura de este precepto a la luz de lo afirmado en el preámbulo invita a pensar que en el Estado miembro del domicilio social, no sólo debe hallarse el centro de dirección y administración de la entidad, sino que, además, en él debe desarrollarse el núcleo principal o predominante de su actividad aseguradora típica. Por otro lado, la conexión entre la fijación del domicilio de los entes societarios y el lugar en el que se hallan sus principales establecimientos o explotaciones encuentra reflejo en el régimen establecido en nuestro Derecho de sociedades para el caso de las sociedades anónimas (art. 6.1 del texto refundido de su Ley reguladora, aprobado por Real Decreto Legislativo 1564/1989, de 22 de diciembre [RCL 1989, 2737 y RCL 1990, 206]), de las sociedades de responsabilidad limitada (art. 7.1 de la Ley 2/1995, de 23 de marzo [RCL 1995, 953]) y, en fin, de las sociedades cooperativas (art. 3 de la Ley 27/1999, de 16 de julio [RCL 1999, 1896]).

A la vista de lo expuesto, debemos rechazar, frente a lo sostenido por el Abogado de la Generalidad de Cataluña, que la normativa comunitaria europea se erija de suyo en impedimento para el establecimiento de otros puntos de conexión distintos del relativo al domicilio social, mediante los cuales se trata de delimitar territorialmente el alcance de la actividad desempeñada por las entidades aseguradoras, a los efectos de determinar el reparto interno de competencias sobre dichas entidades. Tampoco existen elementos suficientes para apreciar que el triple punto de conexión represente un obstáculo para la efectividad del principio de autorización única y de reconocimiento mutuo entre los Estados miembros, desde el mismo instante en que el legislador ha atribuido eficacia en todo el espacio económico europeo a las autorizaciones otorgadas por el Ministro de Economía y Hacienda (art. 6.5).

Obviamente, la expresión de estas conclusiones no representa la formulación de un juicio de adecuación de la norma estatal al Derecho comunitario europeo. Sin embargo, ha de servir para situar adecuadamente los términos de nuestro enjuiciamiento, en la medida en que descartamos que la reiteración de la opción por el triple punto de conexión no resulte legítima en el marco de la nueva normativa comunitaria europea armonizadora del sector de los seguros, frente a lo postulado por el recurrente.

11. Dando un paso más en nuestro razonamiento, debemos apuntar ahora que la resolución de la controversia trabada en este proceso constitucional en torno a la configuración que del triple punto de conexión para delimitar el alcance de las competencias autonómicas se realiza en el art. 69.2 de la Ley de ordenación y supervisión de los seguros privados (RCL 1995, 3046) (ahora de su texto refundido [RCL 2004, 2307 y RCL 2005, 213]) exige examinar su acomodación a la doctrina que hemos venido elaborando en torno a la "supraterritorialidad" (SSTC 329/1993, de 12 de noviembre [RTC 1993, 329]; 243/1994, de 21 de julio [RTC 1994, 243]; 175/1999, de 30 de septiembre [RTC 1999, 175]; 223/2000, de 21 de septiembre [RTC 2000, 223]; 194/2004, de 10 de noviembre [RTC 2004, 194]; y 33/2005, de 17 de febrero [RTC 2005, 33]).

A este respecto, conviene señalar que, según apunta el Abogado del Estado en su escrito de alegaciones, mediante la definición que del triple punto de conexión se hace en el mencionado art. 69.2 de la Ley de ordenación y supervisión de los seguros privados (RCL 1995, 3046) (ahora, del texto refundido [RCL 2004, 2307 y RCL 2005, 213]), el legislador estatal ha tratado de dar cumplimiento a la doctrina establecida en la STC 86/1989, de 11 de mayo (RTC 1989, 86)(F. 11). Como hemos recordado anteriormente, en esta resolución, junto con la afirmación de la constitucionalidad del art. 39.2 de la Ley 33/1984, de 2 de agosto (RCL 1984, 2013, 2532), de ordenación del seguro privado, antecedente inmediato del precepto legal ahora impugnado, se procedía a matizar el alcance de los puntos de conexión y a ampliar el ámbito subjetivo de las competencias autonómicas, integrando también a las entidades de reaseguro.

Ciñéndonos al primero de estos aspectos, y por lo que se refiere al requisito de que el ámbito de operaciones se circunscriba al territorio de la Comunidad, señalamos entonces que dicho requisito impone que la contratación de los seguros se produzca dentro del indicado ámbito, pero que no debía erigirse en obstáculo para que "puedan realizarse fuera de aquel ámbito las actividades instrumentales y ajenas a la típica aseguradora, que sean precisas". En cuanto al requisito de que la localización del riesgo asegurado se limite también al territorio de la Comunidad, indicamos que había de asimilarse "con la localización del interés asegurado, que será, por una parte, el domicilio del asegurado en los seguros de personas y en aquellos que cubran riesgos genéricamente referidos al patrimonio del asegurado; por otra, la ubicación de inmuebles o de bienes patrimoniales concretos en los seguros sobre los mismos y, en fin el que determinen las reglas civiles y mercantiles en otros posibles supuestos" (loc. cit). Y añadíamos también que "la omisión de tal requisito de localización del riesgo dentro del ámbito territorial de la Comunidad Autónoma, podría originar consecuencias contrarias a la territorialidad de las competencias autonómicas, como la posibilidad de que una entidad se dedicara al aseguramiento de riesgos localizados fuera de su territorio, con la consiguiente invasión de competencias estatales o de otra Comunidad Autónoma". En esta misma línea, ya hemos tenido ocasión de reseñar que en la STC 330/1994, de 15 de diciembre [RTC 1994, 330](F. 9), tras citar expresamente la doctrina establecida en la STC 86/1989, de 11 de mayo (RTC 1989, 86), hicimos hincapié en la "vinculación directa" de los puntos de conexión -entonces referidos a las competencias autonómicas sobre los mediadores de seguros- con el territorio.

Así pues, debemos reiterar ahora que los puntos de conexión definidos por el legislador básico estatal no pueden erigirse en obstáculo para que las entidades aseguradoras realicen fuera del territorio autonómico actividades instrumentales y ajenas a la típicamente aseguradora que sean precisas. A título de ejemplo, debemos precisar que no les impiden efectuar las operaciones y actividades mencionadas en los apartados c) y d) del art. 3.1 de la Ley de ordenación y supervisión de los seguros privados (RCL 1995, 3046), habida cuenta de que no tienen un carácter típicamente asegurador. Obviamente, tampoco pueden impedirles llevar a cabo la actividad de captación de clientes fuera del territorio autonómico.

Avanzando un paso más, debemos recordar que la nueva redacción de los puntos de conexión vincula el ámbito de actividad con la localización de los riesgos en los seguros distintos del de vida y con la asunción de compromisos en el seguro de vida. La interpretación de estos conceptos ha de hacerse a la luz de las definiciones contenidas en el art. 1.3 d) y e) de la propia Ley, concordantes con las previsiones comunitarias europeas en la materia. De modo tal que en el primer caso el criterio determinante será el lugar donde radiquen lato sensu los bienes y en el segundo el lugar donde el tomador del seguro tenga su residencia habitual.

Los puntos de conexión fijados por el legislador estatal no representan una reserva a favor del Estado del ejercicio centralizado de competencias ejecutivas, con el consiguiente vaciamiento de las competencias autonómicas, sino una delimitación del alcance territorial de las facultades autonómicas sobre las entidades aseguradoras. Dichos puntos de conexión concretan el principio de territorialidad de las competencias autonómicas materializando la "vinculación directa" (STC 330/1994, de 15 de diciembre [RTC 1994, 330]) de la actividad sobre la que se ejercen y el territorio autonómico.

En este caso, los puntos de conexión establecidos por el legislador estatal delimitan el alcance territorial de las competencias normativas y ejecutivas que en materia de seguros corresponden a las distintas Comunidades Autónomas. Competencias ejecutivas, que son las aquí cuestionadas, que se concretan en una serie de potestades de supervisión, especificadas en los arts. 70 y ss. de la Ley de ordenación y supervisión de los seguros privados (RCL 1995, 3046), donde se pone el acento en el control global de la actividad y situación financiera de la actividad (en especial, art. 71.2).

Ni que decir tiene que cuando el legislador estatal establece dichos puntos de conexión aprueba una norma caracterizada por las notas de objetividad y generalidad. Precisamente a la luz de esas notas y teniendo en cuenta los fines a los que sirven las potestades administrativas de supervisión de las entidades aseguradoras, debemos rechazar una interpretación de los puntos de conexión tan estricta y rigurosa que determine el desplazamiento de la competencia ejecutiva como consecuencia de la realización tanto de actividades instrumentales y distintas de la específicamente aseguradora como de acontecimientos ajenos a los ámbitos de intervención del legislador y de la Administración competente. Así sucedería si el mero cambio de residencia habitual del tomador de un seguro de vida o el traslado de los bienes en el caso de los seguros distintos del de vida, conllevara de suyo la transferencia de la competencia ejecutiva. Tampoco puede producirse aquel efecto de desplazamiento o traslación de la competencia ejecutiva por la mera formalización esporádica o eventual de contratos de seguro más allá del territorio autonómico, siempre que esa actuación no desvirtúe la coherencia y efectividad de los puntos de conexión elegidos por el legislador estatal. Dicha actuación, por su carácter esporádico o eventual, excluye la actuación de la entidad aseguradora en régimen de libertad de establecimiento o en régimen de libertad de prestación de servicios.

En ninguno de los supuestos mencionados en el párrafo anterior cabe razonablemente sostener que la Administración autonómica competente en materia de seguros no pueda ejercer sus potestades supervisoras globales sobre el conjunto de la actividad de la entidad o sobre su situación financiera. Dicho esto, sin perjuicio de recordar que corresponde, en todo caso, al Estado el "alto control económico-financiero de las entidades aseguradoras" (art. 69.3 de la Ley de ordenación y supervisión de los seguros privados [RCL 1995, 3046]; ahora, de su texto refundido). Un "alto control" que, como tuvimos ocasión de señalar en la STC 86/1989, de 11 de mayo (RTC 1989, 86), se concreta en una aportación de información "que permite a la Administración central comprobar el adecuado ejercicio por parte de la Administración autonómica de sus propias competencias, pero sin que implique sometimiento jerárquico ni vulneración de su libre capacidad de decisión. Desde esta perspectiva, pues -considerando el 'alto control' previsto como manifestación de la competencia estatal derivado del art. 149.1.13 CE (RCL 1978, 2836), y no como un nuevo título competencial" (F. 31).

Las razones ahora expuestas conducen a la desestimación de la impugnación del art. 69.2 de la Ley de ordenación y supervisión de los seguros privados, en lo que específicamente se refiere al establecimiento de un triple punto de conexión para la determinación del alcance de las competencias autonómicas sobre las entidades aseguradoras". (fundamentos jurídicos 9 a 11 de la STC 173/2005, de 23 de junio [RTC 2005, 173])

En aplicación de la doctrina expuesta en los fundamentos jurídicos transcritos debe rechazarse la impugnación de los preceptos recurridos.

OCTAVO Sobre el tercer bloque de preceptos impugnados, por vulnerar la competencia de la Generalidad de Cataluña para desarrollar las bases dictadas por el Estado en materia de ordenación de los seguros (artículo 149.1.11 de la Constitución [RCL 1978, 2836] en relación con el artículo 9.21 del Estatuto de Autonomía de Cataluña [RCL 1979, 3029]).

Entiende la Generalidad de Cataluña que el Real Decreto estatal ha efectuado una regulación tan detallada de cada uno de los artículos considerados básicos en la disposición final primera de la disposición que la competencia autonómica para desarrollarlos ha quedado prácticamente anulada. La parte recurrente circunscribe su impugnación por este excesivo detalle regulatorio a los artículos 21, 25, 26 y 27 del Real Decreto 1430/2002 (RCL 2003, 154).

Dichos preceptos se refieren, respectivamente, al margen de solvencia, los registros contables, el ejercicio económico y cuentas técnicas y las informaciones estadístico-contables y auditorías y contienen, de hecho una amplia regulación de tales cuestiones. Sucede, sin embargo, que la parte actora no justifica su afirmación con un examen de dichos preceptos en el que se señale, como es carga suya como recurrente, en qué aspectos dichos preceptos exceden supuestamente el margen de lo básico y en qué otros se mantienen dentro de dicho ámbito. Así, se limita a decir genéricamente de todos ellos lo siguiente:

"Efectivamente la regulación tan detallada que estos artículos realizan impide a la Generalidad de Cataluña regular esas cuestiones de forma diferente, (por ejemplo, poder extender a las entidades de pequeña dimensión, cualesquiera que sean los riesgos en que opere, el margen de solvencia reducido previsto en el artículo 21 del Real decreto; establecer un régimen más simplificado de registros contables, en relación con el artículo 25 del Real decreto; y de elaboracion y rendición de cuentas y auditorías, en relación con los artículos 26 y 27 del Real decreto)".

Con una alegación de carácter tan genérico la impugnación queda vacía de contenido, sin que pueda esta Sala suplir la labor de la parte recurrente y efectuar por si misma un examen de los preceptos impugnados determinando en cada caso y sin que medie ningún razonamiento impugnatorio específico por parte de la recurrente qué aspectos son básicos y cuáles supuestamente deben dejarse al desarrollo de la Comunidad Autónoma con competencia exclusiva sobre la materia. Debe pues rechazarse la impugnación por falta de fundamentación.

NOVENO Sobre el cuarto bloque de preceptos impugnados en el que se incluyen las disposiciones adicional primera, transitoria primera y final segunda.

A. Sobre la impugnación de la disposición adicional primera.

Esta disposición dice lo siguiente:

"Disposición adicional primera. Remisión normativa.

1. A las mutualidades de previsión social les será de aplicación el Reglamento de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados (RCL 1998, 2760) y su normativa de desarrollo en todo aquello que no se oponga al presente reglamento.

2. A efectos de lo dispuesto en el artículo 11.1, párrafos b) y e), de este Reglamento, se aplicará el cuestionario previsto en el anexo de la Orden del Ministerio de Economía y Hacienda de 23 de diciembre de 1998 (RCL 1998, 3113), debiendo entenderse las referencias hechas en la misma al Ministro de Economía".

Entiende la parte actora que esta disposición vulnera la doctrina del Tribunal Constitucional sobre supletoriedad, ya que la disposición impugnada implica que las normas a las que se refiere son de aplicación general a todas la mutualidades de previsión social, siendo así que el Estado no puede determinar las normas supletorias en materias en las que las Comunidades Autónomas ostentan competencias exclusivas.

Se confunde en su argumentación la entidad recurrente. La jurisprudencia constitucional que invoca impide al Estado legislar, en materias sobre las que carece de competencia normativa, a los solos efectos de dictar normas con valor supletorio para las Comunidades Autónomas. Pero no es esa la situación de que se trata, puesto que el Estado dicta el Real Decreto impugnado al amparo de su propia competencia normativa sobre las bases de la ordenación del seguro (artículo 149.1.11 de la Constitución [RCL 1978, 2836]), competencia que da cobertura tanto a la LOSSP (RCL 1995, 3046) como a los Reales Decretos 2486/1998 (RCL 1998, 2760) y 1430/2002 (RCL 2003, 154). Y sobre la base de esa competencia estatal básica, ningún obstáculo hay para que el Estado haya promulgado un Reglamento de desarrollo general de la Ley (aprobado por el Real Decreto 2486/1988) y un Reglamento específico para las mutualidades de previsión social (el que se impugna en este recurso), y determine que el reglamento general será supletorio del específico en tanto no contradiga lo establecido en éste. Lo mismo ha hecho el legislador en el artículo 68.2 de la LOSSP, al establecer que las mutualidades de previsión social se rigen por los artículos 64 a 68 de la Ley y, en tanto no se opongan a ellos, por las restantes disposiciones de la Ley y por sus normas de desarrollo. Téngase en cuenta que la supletoriedad a la que se refiere la disposición adicional impugnada es supletoriedad entre dos normas estatales y dictadas ambas al amparo de las competencias propias del Estado.

Por lo demás, la referida remisión a la potestad reglamentaria del artículo 68.2 de la LOSSP cubre de manera específica la aplicabilidad a las mutualidades de previsión social del Reglamento general mencionado (Reglamento de Ordenación y Supervisión del Seguro Privado), que tiene por objeto desarrollar de manera global la Ley de Ordenación y Supervisión del Seguro Privado.

B. Sobre la impugnación de la disposición transitoria primera.

Dice así:

"Disposición transitoria primera. Adaptación al régimen de capitalización individual.

Se establece un plazo máximo de diez años para que las mutualidades de previsión social realicen el trasvase del régimen de capitalización colectiva al de capitalización individual presentando, a tal efecto, en el plazo de un año a partir de la entrada en vigor de este Reglamento un plan que recoja el conjunto de hipótesis económico-actuariales adecuadas para efectuar tal trasvase.

Hasta el cumplimiento del proceso de eliminación del régimen de capitalización colectiva y en el plazo de un año desde la entrada en vigor de este Reglamento, las mutualidades asignarán con suficiente separación financiera y contable los activos que corresponden a las nuevas incorporaciones de mutualistas a las que se aplicará el régimen de capitalización individual, quedando de todo lo anterior constancia en el libro de inversiones".

Entiende la Generalidad recurrente que esta disposición es contradictoria con la disposición adicional sexta del Reglamento general de la LOSSP aprobado por el Real Decreto 2486/1998 reiteradamente citado, en relación con los artículos 79 y 80 de dicho Reglamento general.

Esta impugnación tampoco puede prosperar y ello por varias razones. En primer lugar porque, como argumenta el Abogado del Estado, no existe tal contradicción. El paso de un sistema de capitalización colectiva a uno individual en las mutualidades de previsión social viene ya determinado por el referido Reglamento general de la LOSSP (disposición adicional sexta), y la disposición transitoria impugnada pone el plazo para efectuar el paso de un tipo de capitalización a otro. Y el establecimiento de este plazo no afecta a la aplicabilidad de lo dispuesto en los artículos 79 y 80 del Reglamento general de la LOSSP, en relación exclusiva con los seguros de decesos y enfermedad, estipulada en la propia disposición adicional sexta de este Reglamento.

En segundo lugar y como se comprende facilmente, en forma alguna podría fundarse la ilegalidad de un Reglamento específico de las mutualidades de previsión social en un Reglamento del mismo rango normativo anterior en el tiempo y de alcance más general pues, de haber contradicción, habría que estar a la norma posterior y especial.

C. Sobre la impugnación de la disposición final segunda.

Su tenor es el siguiente:

"Disposición final segunda. Habilitación normativa.

Se faculta al Ministro de Economía, a propuesta de la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones y previo informe de la Junta Consultiva de Seguros, para realizar el desarrollo normativo de las disposiciones contenidas en el Reglamento de mutualidades de previsión social (RCL 2003, 154), en cuanto sea necesario para la mejor ejecución y desarrollo del mismo".

Impugna finalmente la Generalidad de Cataluña esta disposición final, entendiendo que la misma otorga competencias normativas a los órganos de la Administración general del Estado sin tener en cuenta las que corresponden a los órganos respectivos de las Comunidades Autónomas con competencias en materia de mutualidades de previsión social. La alegación debe ser rechazada, por cuanto resulta en todo punto evidente que la habilitación al Ministerio de Economía para el desarrollo normativo del Reglamento de mutualidades de previsión social ha de entenderse en el ámbito de sus propias competencias y no más allá. El tenor de la disposición final impugnada es, por tanto, neutro a efectos competenciales, sin que pueda interpretarse el mismo en sentido contrario al reparto de competencia más allá de lo que su texto dice.

DÉCIMO Conclusión y costas
El rechazo de todas las alegaciones formuladas por la Generalidad de Cataluña supone la desestimación de su recurso. No se aprecia que concurran las circunstancias previstas en el artículo 139.1 de la Ley de la Jurisdicción (RCL 1998, 1741) para la imposición de costas.

En atención a lo expuesto, en nombre del Rey, y en ejercicio de la potestad jurisdiccional que emana del Pueblo español y nos confiere la Constitución,

FALLAMOS
Que DESESTIMAMOS el recurso Contencioso-Administrativo interpuesto por la Generalitat de Catalunya contra el Real Decreto 1430/2002, de 27 de diciembre (RCL 2003, 154), por el que se aprueba el Reglamento de mutualidades de previsión social. No se hace imposición de las costas del recurso.

Así por esta nuestra sentencia, que deberá insertarse por el Consejo General del Poder Judicial en la publicación oficial de jurisprudencia de este Tribunal Supremo, definitivamente juzgando, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.-Fernando Ledesma Bartret.-Óscar González González.- Manuel Campos Sánchez-Bordona.-Eduardo Espín Templado.-José Manuel Bandrés Sánchez- Cruzat.-Firmado.-

PUBLICACIÓN.-Leída y publicada fue la anterior sentencia en el mismo día de su fecha por el Magistrado Ponente Excmo. Sr. D. Eduardo Espin Templado, estando constituida la Sala en audiencia pública de lo que, como Secretario, certifico.-Alfonso Llamas Soubrier.-Firmado.-

